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I. Resumen

La difundida insatisfacción que despier-
tan las soluciones de la ley concursal a los 
extendidos fenómenos de la insolvencia de 
las empresas y de los sujetos carentes de 
organización como tal, torna oportuno y 
aconsejable gestar una agenda para orde-
nar eventuales cambios legislativos que, sin 
un norte adecuado, pueden conducir a solu-
ciones ineficientes para preservar el empleo, 
la inversión y la actividad productiva.

Para ello es preciso poner el acento en que 
las necesidades de una reforma tengan en 
su mira soluciones acordes y armonizadas 
con la legislación imperante en los países 
desarrollados y, sin perder de vista las rea-
lidades de nuestro país —frecuentemente 
heterogéneas según lugares y regiones—, 
tengan como ejes, en pos de la tutela de las 
empresas y el empleo los siguientes elemen-
tos: (i) la preconcursalidad; (ii) la inserción 
internacional de los procesos; (iii) la sim-
plificación de los juicios concursales; (iv) la 
contemplación del fenómeno de la insolven-
cia de sujetos sin organización empresaria 
y (v) el adecuado funcionamiento de las or-
ganizaciones laborales como cooperativas.

II. Introducción (*)

La revisión, o las propuestas de reformas, 
de las leyes destinadas a regular los proce-
sos concursales constituye una suerte de 
fenómeno constante no solo en nuestro 
país sino en la legislación comparada.

La consideración del tema en esta comu-
nicación se vincula de manera directa con 
uno de los fines expresamente menciona-
dos en los estatutos de esta Academia; me 

refiero al art. 2, inc. 3 en el que se establece 
que se debe propender al progreso del país 
mediante el perfeccionamiento de su régi-
men legal. Naturalmente, la eventual refor-
ma del derecho concursal o de bancarrotas 
(como aún reza el texto constitucional, en 
su art. 75), constituye un tema conectado al 
cuerpo normativo nacional y, en cualquier 
caso, las reflexiones que aquí se formulan 
tienen la intención de su mejoramiento.

En nuestro medio Héctor Cámara, en su 
monumental obra editada en 1978 desti-
nada a comentar la ley 19.551, hace repa-
so, apoyado en autores ingleses, franceses 
e italianos que resumen que en cada uno 
de sus países en los años posteriores a la 
sanción de estatutos concursales —a pe-
sar de haber estado precedidos de enjun-
diosos estudios y debates— se sucedie-
ron innumerables proyectos de reforma 
y, ciertamente, muchas legislaciones que 
fueron cambiando los modelos de trata-
miento legal al problema de la insolvencia. 
En Inglaterra, por dar solo un ejemplo de 
suma elocuencia que llamó la atención de 
Lyon-Caen, después de la ley de 1883, se 
sucedieron cuarenta y una leyes sobre la 
materia (1), que de un modo u otro la refor-
maron.

Es posible emparentar ese afán refor-
mista e innovativo con el ámbito en el que 
opera la legislación falencial, esto es ante 
la situación de insolvencia y su natural 
efecto de insatisfacción generalizada de los 
diversos actores vinculados al sujeto cuyo 
patrimonio entra en crisis, a saber: sus 
empleados (que ven peligrar su fuente de 
ingresos), los proveedores, clientes, el pro-
pio empresario —o deudor no comercian-
te— que ve el demérito de su riqueza o de-

rechamente su pérdida en caso de quiebra, 
y hasta la propia comunidad o habitantes 
cercanos a la empresa que frecuentemente 
da vida a actividades aledañas en lo geo-
gráfico y ciertamente le conceden savia a 
una economía que puede empezar a lan-
guidecer, como deriva de esa crisis.

Frente a ese panorama agobiante (que 
frecuentemente se potencia con crisis sis-
témicas, de las tantas que hemos visto en 
nuestro país), es natural que nazcan im-
pulsos de sectores afectados que busquen 
respuestas mejores, e incluso a veces em-
pujadas por intereses sectoriales, que pre-
sionan sobre los poderes políticos o espe-
cíficamente legislativos para cambiar las 
normas que dan respuesta a la insolvencia.

Como se advierte, así como otras ramas 
del derecho reclaman estabilidad y se tor-
nan venerables sus textos legales por su 
permanencia y por la seguridad que ello 
apareja, las normas concursales envejecen 
rápidamente al fragor de palpables sufri-
mientos sociales, y son objeto de planteos 
reformistas que pretenden la adecuación 
de los regímenes legales a las velozmente 
cambiantes circunstancias de la economía.

Como dije, la Argentina no escapa a esa 
suerte de ansiedad que genera la crisis. Así 
pues la legislación de la materia ha pro-
ducido cambios diversos y concretos —a 
veces de signo opuesto uno del otro— in-
cluso en lapsos breves (2). Es que como se 
ha dicho con agudeza hace mucho tiem-
po: “...ciertas formas del crédito no se desen-
vuelven con estabilidad sino sobre bases re-
lativamente improvisadas...” haciendo que 
el régimen sobre concursos pierda actuali-
dad y envejezca rápidamente (3).

Hace unos pocos días, precisamente se 
cumplieron cincuenta años de la reforma 
trascendental que significó en la materia 
la sanción de la ley 19.551 (4), denomina-
da “Ley de Concursos”, en cuya redacción 
tres de sus cuatro integrantes son o fueron 
miembros de esta Academia (5), siendo el 
cuarto también académico, pero de la Aca-
demia Nacional de Derecho de Córdoba 
(me refiero a Francisco Quintana Ferreyra).

Dicha norma constituyó un enorme 
avance de la legislación nacional, al colo-
carse en la vanguardia junto con las leyes 
italiana y francesa en pos de la defensa 
de la empresa como actividad útil para la 
comunidad; la sabiduría de su andamiaje 
sigue brindando hoy la base metodológica 
de la ley vigente (la 24.522 —o “Ley de Con-
cursos y Quiebras” LCQ— que fue sancio-
nada en 1995), la que a su vez recibió sus-
tanciales reformas que le hicieron perder 
el cariz que le concedió el poder político 
de entonces, claramente antagónico con el 
actual.

En estos cincuenta años los cambios 
sucesivos dejaron la penosa impronta de 
la incerteza en ciertos aspectos, algunos 
claramente riesgosos, tal como lo consti-
tuye la regulación de las cooperativas de 
trabajadores pensadas para remplazar al 
empresario cesante, en ciertas circuns-
tancias, brumosamente establecidas (vol-
veré más adelante sobre este punto, pues 
es uno de los más relevantes para encarar 
una adecuada modificación que despeje 
los riesgos actuales de un uso abusivo del 
sistema), significando en cualquier caso 
tangibles amenazas a los empresarios y, al 
propio tiempo, disuasivos para cualquier 
entusiasmo de inversión.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(*) Comunicación del Académico, en la Academia 

Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos 
Aires, en la sesión privada del 14 de julio de 2022.

(1) CÁMARA, Héctor, “El concurso preventivo y 
la quiebra”, Vol. I, p. 3 y cita al pie de Lyon-Caen en 
“Annuaire de Législation Étrangère”.

(2) En el año 2002 la LCQ fue modificada en aspectos 

relevantes en febrero (ley25.563), para luego dictarse una 
contrareforma —así se la llamó— en mayo (ley 25.589).

(3) PARODI, Horacio D., “Aspectos fundamentales 
de la ley de quiebras”, Revista del Instituto de Derecho 

Comercial de La Plata Nº 1, p. 93).
(4) Entró en vigencia el 02/07/1972.
(5) Carlos Malagarriga, Horacio P. Fargosi y Héctor 

Alegria.
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Para concluir esta introducción, debo se-
ñalar que la percepción general de la doc-
trina no es muy complaciente para con los 
resultados que arroja en la práctica el orde-
namiento positivo, al punto que hace unos 
años un Congreso Nacional tituló, con al-
gún grado de dramatismo, la temática cen-
tral a abordar en dicha reunión científica 
con la inquietante propuesta de “la mora-
lización de los concursos” (6). Y la comen-
tada insatisfacción ha hecho nacer innu-
merables proyectos reformistas, a niveles 
políticos, parlamentarios y del PEN que, 
por ejemplo, a través del Ministerio de De-
sarrollo Productivo de la Nación ha veni-
do alentando con propuestas que se cana-
lizan en el Centro de Estudios de Derecho 
Concursal que funciona en la Facultad de 
Derecho de la UBA bajo la dirección hono-
raria del Profesor Emérito Salvador Darío 
Bergel.

III. Pautas hermenéuticas para una refor-
ma

Un recordado académico integrante de 
esta institución escribió hace mucho que 
una reforma a la ley de quiebras impor-
ta una tarea difícil e intrincada; sería la 
“cuadratura del círculo” del derecho co-
mercial (7). Es que con facilidad se atribu-
ye a la ley en cuestión los males sobre los 
que le toca arbitrar. Y por ello, insistiendo 
con el aporte de nuestros predecesores en 
esta corporación al tema que me ocupa 
hoy, me permito invocar también a Bibi-
loni, quien reclamaba, desde una mirada 
con notable perspectiva, hace casi un si-
glo, que el legislador debe conjugar el fac-
tor social, a causa de la interdependencia 
del crédito en la vida económica, con los 
diversos intereses en juego. Agregaba Bi-
biloni que a la sociedad le interesa prote-
ger al deudor honesto y desgraciado, bus-
cando soluciones que le permitan volver 
a la plenitud de la vida civil y económica, 
y no dejarlo indefinidamente en situación 
de insolvente, desapoderado de gobernar 
su actividad y los bienes que pueda ad-
quirir (8).

Es preciso, pues, que la agenda propicia-
da busque armonizar aspectos básicos que 
resultan afectados por la insolvencia y que 
paso a enumerar:

1) En primer término una ley concursal 
moderna debe aparecer en línea con los 
modelos actuales de tratamiento de la in-
solvencia a lo largo y a lo ancho del plane-
ta, vinculados centralmente con la protec-
ción de las empresas y del empleo.

2) Esa legislación estará compelida a tra-
tar, como no se ha hecho nunca en nuestro 
medio, el abordaje temprano u oportuno 
de las crisis, a través de un innovador de-
recho preconcursal, para evitar que las 
mismas no resulten irreversibles, tornan-
do ineficientes las soluciones normativas 
vigentes.

3) También deberá discriminar adecua-
damente respecto de los sujetos a quienes 
afecte la insolvencia, introduciendo solu-
ciones específicas para aquellas personas 
humanas que carezcan de organización 
empresarial.

4) Una reforma concursal deberá recep-
tar el tratamiento de la insolvencia trans-
fronteriza, cuya importancia ha crecido de 
la mano del fenómeno de la globalización 
y de la interacción comercial de sujetos de 
diversos países.

5) La recuperación de las personas afec-
tadas por una situación de insolvencia 
debe ser centro también de un futuro es-
tatuto concursal, de manera de devolver 
rápidamente al circuito comercial a quie-
nes fueron necesariamente excluidos por 
razón de su cesación en los pagos. Este 
principio —que ya había sido un aspecto 
basilar de la ley de 1995— debe adaptarse 
ahora al fenómeno de la generalización de 
las debacles económicas de las personas 
humanas que solo cuentan con un empleo.

IV. Instituciones que deben introducirse o 
reformarse

En adelante trataré un catálogo muy aco-
tado de cuatro temas que debería encarar 
con premura una reforma para lograr una 
moderna y eficiente legislación concursal. 
Las limitaciones de esta comunicación me 
persuaden de la conveniencia de tan solo 
mencionar, al concluir, otras posibles ins-
tituciones susceptibles de mejoras, las que 
abordaré en el informe escrito que presen-
taré posteriormente.

IV.1. La preconcursalidad y la prevención 
de la insolvencia

Este tema ha sido objeto de extendidos 
debates y análisis en el derecho argenti-
no (9), sin que la cuestión fuera saldada, 
cosa que sí realizó, poco tiempo atrás, el 
Parlamento Europeo cuando pronunciara 
su Directiva 1023 del año 2019. Obviamen-
te esa norma no rige aquí, mas su funda-
mentación tiene un valor enorme que per-
mite sostener que ya no es más dudosa la 
conveniencia de adoptar lo que ya es obli-
gatorio para todos los países de la Comuni-
dad Económica, esto es, establecer en los 
ordenamientos concursales de cada esta-
do, marcos de restructuración preventiva 
de empresas y de personas humanas que 
tengan riesgos de entrar en crisis patrimo-
niales, no solo de aquellas que pisen el um-
bral de la cesación de pagos, como ha sido 
tradición en dicho continente y, por cierto, 
también en estas latitudes.

Las instituciones preconcursales o de 
prevención de la insolvencia que ya fueron 
incorporadas a las leyes de diversos paí-
ses —incluso comunitarios— venían per-
diendo, antes de la mencionada directiva, 
la resistencia que generaron en origen. Su 
aceptación pasó a ser mayoritaria, dado 
que las bases de su formulación teórica son 
difíciles de controvertir: se trata de brindar 
a las empresas herramientas que, por inad-
vertencias, culposas o no, o por déficit le-
gales, no tienen actualmente a disposición 
para acceder a sistemas de prevención de 
crisis cuya reversión, luego de configurada, 
resulta difícil o directamente imposible.

El legislador comunitario aporta pautas 
o herramientas para el armado legislativo 
de las respuestas preconcursales, acudien-
do a las siguientes referencias que pueden 
ser base para la adopción del respectivo 
instituto en nuestro país: 1)  sistemas de 
alerta temprana que puedan servir como 
advertencia de la vecindad de la crisis, 
tanto al deudor como a futuros afectados 
por la eventual insolvencia (trabajadores, 
acreedores, etc.); 2)  modificación del pre-
supuesto objetivo para la iniciación de los 
procesos concursales y/o preconcursales 
extendiendo la clásica situación de cesa-
ción de pagos a otros estamentos menos 
graves; 3)  instauración de procesos ex-
trajudiciales que sean a la vez dotados de 
seguridad jurídica; 4)  la disponibilidad de 

la iniciativa de procesos preventivos de la 
insolvencia (legitimación procesal activa), 
concedida no solo al deudor sino también 
a los ya mencionados eventuales afecta-
dos por la hipotética cesación de pagos 
en ciernes; 5) establecimiento de medidas 
específicas para acreedores vulnerables 
(involuntarios, los llamaba en algún caso 
Ángel Rojo en su memorable conferencia 
en el Congreso de Rosario de 2006 (10), a 
los acreedores de origen no contractual), 
o los “pequeños proveedores”, como espe-
cialmente los identifica la directiva; 6)  las 
pruebas de viabilidad del plan (la directi-
va excluye a los deudores que no pueden 
probar la eficacia de la restructuración); 
7)  ampliación de facultades del poder ad-
ministrador o judicial que se encuentre 
a cargo de la dirección de estos procesos; 
8) simplificación de procedimientos (ya se 
dijo que la excesiva formalidad de algunos 
de ellos, verificados en diversos Estados 
por el legislador comunitario, es un extre-
mo de gran preocupación).

Sobre esto último volveré luego, pues se 
trata de una necesidad que resulta a esta 
altura esencial. No es razonable mante-
ner la extensión temporal de los procesos 
actuales de insolvencia; y menos cuando 
conciernen a sujetos de escasa relevancia 
económica.

IV.2. Reformas sobre la insolvencia trans-
fronteriza y especial regulación de los proce-
sos de insolvencia de los grupos empresarios

Se ha dicho sobre el art. 2, inc. 2), art. 3, 
inc. 5) y art. 4 de la ley 24.522 de Concursos 
y Quiebras (LCQ), es decir, las normas que 
tratan cuestiones de derecho internacional 
privado en materia concursal, son insufi-
cientes para responder a las contingencias 
de los procesos de insolvencia transfronte-
rizos y no alientan suficientemente la coo-
peración ni la coordinación internacional 
de esa eventual multiplicidad procesal.

Fue en función de ello que una comisión 
de expertos que actuara en 2018 en el ám-
bito del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de la Nación, y con la especial 
intervención de los Dres. María Elsa Uzal 
y Adolfo A.N. Rouillon (cuya erudición en 
el tema es muy reconocida), formuló una 
propuesta legislativa que, en lo medular, 
ha adaptado a las necesidades de nuestro 
medio, y a las particularidades del derecho 
argentino, las reglas de la Ley Modelo de 
Insolvencia Transfronteriza elaborada por 
la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional que fue 
aprobada por la Asamblea General de la 
ONU, en 1997 (11).

A dicha Ley Modelo, tiempo después, le 
fue adicionada una guía de prácticas para 
la incorporación a los derechos internos de 
cada país en función de lo cual, en aquel 
trabajo señero, se dio debida cuenta y se 
la ponderó con el objeto de evitar defectos 
de comunicaciones y de coordinación en-
tre tribunales y administradores (síndicos) 
de las diversas jurisdicciones involucradas, 
los cuales —como allí se apuntó— hace 
más probable la dispersión de bienes o su 
ocultación fraudulenta.

Es preciso que trabajos de tan alta ca-
lidad jurídica tengan recepción en el de-
recho positivo nacional, alentando la 
cooperación internacional en materia de 
insolvencias transfronterizas, realzar la se-
guridad jurídica, amparar los intereses de 
todos los sujetos afectados y proteger los 

bienes del deudor; incluso optimizando su 
valor en caso de liquidación de los mismos. 
Ello sin perder de vista la pauta que he se-
ñalado al inicio referida a la necesidad de 
proteger la empresa y el empleo (12).

Ese encomiable trabajo fue objeto de 
reciente debate e, incluso, de algunas mo-
dificaciones en el seno del ya mencionado 
Centro de Estudios de Derecho Concursal 
de la Facultad de Derecho de la Universi-
dad de Buenos Aires, en el que protagoni-
zaron la labor, nuevamente, los dos juris-
tas recién mencionados, destacándose el 
aporte de otros especialistas que partici-
paron de una Jornada académica que con-
cluyó con una aprobación unánime de la 
propuesta legislativa formulada.

En ellas se destacan: a) la consagración 
de la igualdad de derechos de acreedores 
locales respecto de los extranjeros en la 
apertura de un concurso en la República 
Argentina; b) la facilitación del reconoci-
miento del concurso extranjero, solicitada 
por su representante ante el tribunal ar-
gentino; c) el reconocimiento del concur-
so extranjero como “concurso principal” si 
tramita en el país donde el deudor tiene el 
núcleo de sus intereses económicos; d) la 
posibilidad de decidir medidas (identifi-
cadas como “medidas otorgables”) por el 
tribunal argentino, a pedido del adminis-
trador foráneo, para proteger los bienes del 
deudor en beneficio de los acreedores de 
diversas jurisdicciones; e) instaurar por el 
representante extranjero en el país, accio-
nes de ineficacia conforme, al ordenamien-
to argentino; f ) regulación simplificada de 
sistemas de cooperación y comunicación 
entre los tribunales de diversos países y los 
representantes o administradores de los 
procesos que en ellos actúen.

Esta sucinta presentación de reformas 
posibles no sería completa, en este ámbito 
internacional, si no considerara otro ins-
trumento también emanado de la Comi-
sión de las Naciones Unidas para la Unifi-
cación del Derecho Mercantil (CNMUDI), 
o UNCITRAL (por sus siglas inglesas), esta 
vez referido a la insolvencia de grupos de 
empresas cuyas unidades se hallen di-
seminadas en diversos Estados. Esta Ley 
Modelo data de 2019 y aporta elementos 
de vanguardia para ser incorporados a los 
derechos de los Estados miembros.

Me refiero, entre otros, a los conceptos 
de “solución colectiva de la insolvencia” y 
de “Procedimiento de Planificación”, que 
constituyen novedades tendientes a la fle-
xibilización de formas, todas tendientes a 
la restructuración eficiente de las empresas 
agrupadas y con sedes y procesos en diver-
sos países (13).

IV.3. Soluciones concursales para los con-
sumidores sobreendeudados o personas sin 
organización empresarial. Simplificación 
de procesos

Este subtítulo abarca dos situaciones dis-
tintas, pero claramente vinculadas entre sí, 
sobre las que el “aggiornamento” de las re-
glas vigentes parece imprescindible.

1. Desde la desaparición, hace déca-
das (en 1983), del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación del instituto del 
“concurso civil”, nuestro plexo normativo 
trató de forma igualitaria, es decir, a través 
de un mismo y único proceso colectivo, la 
insolvencia de empresas y de personas hu-
manas, sin importar la configuración o no 

(6) VI Congreso Argentino de Derecho Concursal y IV 
Congreso Iberoamericano de Derecho Concursal, Ro-
sario, Pcia. de Santa Fe, año2006.

(7) SEGOVIA, Lisandro, “Introducción al estudio del 
Derecho”, t. I, p. 24.

(8) BIBILONI, Juan A., “Reformas al Código Civil Ar-

gentino”, t. II, p. 271.
(9) Quien expone formuló su tesis doctoral (publicada 

en el país y en Colombia por Editorial Astrea) denomina-
da precisamente “Prevención de la insolvencia”, en 2008.

(10) En esa reunión académica le fue conferido el 
doctorado honoris causa por la Universidad Nacional 

de Rosario, ocasión en la que pronunció dicha comu-
nicación.

(11) Res. 52/158 del 15/12/1997.
(12) Una gran cantidad de países, incluso de la re-

gión, han adoptado ya la Ley Modelo de UNCITRAL 
(por sus siglas en inglés) o CNUMDI (VGR. México en 

2000, Colombia en 2006, Chile en 2014, Panamá en 
2017, etc.).

(13) Arts.42 y 44 de la Guía para la incorporación al 
derecho interno de la Ley Modelo de la CNUMDI sobre 
la insolvencia de grupos de empresas (Publicación de 
la ONU, enero de 2021).
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de una unidad empresarial de la que sean 
titulares unas y otras, ni tampoco —desde 
otro ángulo— la, a veces, frecuente enor-
midad de ciertos patrimonios afectados 
por la cesación de pagos.

Solo aportó aquella reforma de hace casi 
cuarenta años, como novedad, la instaura-
ción de los pequeños concursos y peque-
ñas quiebras cuyas diferencias resultan 
poco trascendentes en términos de sim-
plificación, acortamiento y economía en 
los procesos de sujetos de escasa entidad 
patrimonial.

Es así que hoy no resulta dudoso para la 
comunidad doctrinaria concursal local que 
es preciso regular de modo específico la in-
solvencia del consumidor, o de la persona 
sin organización empresaria de su patri-
monio. No es razonable, en efecto, soslayar 
que en casos de personas carentes de acti-
vos significativos, social y económicamen-
te, la inmersión en una ley que no atiende 
esa realidad puede afectar su dignidad. 
Este valor —el de la vida digna, entendido 
como el acceso a la alimentación, vestido 
y vivienda— es un derecho humano fun-
damental, según se ha señalado incluso en 
pactos internacionales; y está claro que un 
estatuto concursal que está pensado para 
proteger la empresa resulta visiblemente 
alejado de la necesidad de proteger tales 
aspectos de las condiciones mínimas de la 
existencia humana.

Esa mirada unívoca de los juristas de la 
especialidad viene de la mano de un fenó-
meno que trajo cierta modernidad vincu-
lada a la continua invitación a la exacerba-
ción del consumo, a la dación de créditos 
tan solo por tener el deudor un salario del 
Estado, en sus múltiples formas (o solo un 
salario en un empleo formal), de suerte de 
resultar sencilla la recuperación del crédi-
to a través de los denominados “códigos 
de descuento” que las jurisdicciones na-
cionales, provinciales y municipales les 
conceden a ciertas entidades crediticias (a 
veces enmascaradas en mutuales u otras 
formas de pretendidos actores sociales). Es 
un dato de la realidad que en diversas ju-
risdicciones se han multiplicado los proce-
sos concursales de maestros, policías, ad-
ministrativos y cuanto personal del Estado 
pueda imaginarse, además de empleados 
de la actividad privada (14); frente a lo cual 
se hace más notoria la inidoneidad de los 
sistemas que se han pensado para resolver 
la insolvencia del comerciante o empresa-
rio. Un profundo estudio de un jurista mar-
platense, Hugo Anchával, demostró que ni 
siquiera era razonable equiparar en estas 
crisis a diversos grupos de deudores de 
pequeños patrimonios, ya que era distinta 
también la problemática de un consumi-
dor sobreendeudado que la de un pequeño 
comerciante (15): un mismo remedio para 
todas las enfermedades no puede ser exito-
so decía el mencionado autor.

En 2015 el Ministerio de Justicia y De-
rechos Humanos de la Nación produjo 
una interesante propuesta, preparada por 
expertos del quehacer concursal (16), des-
tinada a establecer un proceso concursal 
para esas personas que frecuentemente su-
frían escarnios impropios de su dignidad. 
Ello sin desatender la insatisfacción gene-
ralizada de los dadores de crédito, a los que 

no puede razonablemente abarcarse en esa 
categoría, a veces abusiva, que he mencio-
nado.

Ese anteproyecto naufragó en el ámbito 
político, pues en las postrimerías de ese 
mismo año 2015, como es sabido, cam-
bió el signo del partido gobernante y las 
autoridades entrantes no lo consideraron 
apropiado —eso escuché de las máximas 
autoridades del Ministerio que sucedió, sin 
oír de ellas el fundamento para esa desca-
lificación—, mas no lograron avanzar en 
otra alternativa. También es del caso decir 
que. repuesto el signo partidario en 2019, 
hasta la fecha ni aquel buen trabajo ni nada 
sobre el particular impulsaron los respon-
sables sucesivos, hasta la actualidad, salvo 
el referido aporte del Ministerio de Desa-
rrollo Productivo, a instancias del Banco 
Mundial.

La necesidad subsiste, al igual que las 
propuestas de juristas, para avanzar en al-
gún esquema que aborde esta problemáti-
ca que, insisto, hace a la dignidad de la per-
sona humana cuando llega a la hipótesis de 
sobreendeudamiento.

Con la sola idea de mencionar princi-
pios liminares de aquel trabajo anida-
do en el Ministerio de Justicia es del caso 
hacer un breve repaso de las ideas que se 
consensuaron: 1)  La conformación de un 
proceso específico para tratar la insolven-
cia de personas humanas que no realizan 
actividades económicas organizadas; 2)  la 
instauración de la figura de un conciliador 
(contador o abogado) llamado a determi-
nar el pasivo y quien, además, obrará como 
facilitador del diálogo entre acreedores y 
el deudor; 3) la eventual imposición por el 
juez de un plan de pagos que proponga el 
referido conciliador, cuando no se arribe 
a las clásicas mayorías de acreedores que 
expresen su aquiescencia; 4)  la necesaria 
contemplación de un sistema de libera-
ción y descarga de deudas; 5) la ineludible 
contemplación, en todos los casos, de solu-
ción acordada o impuesta, de la subsisten-
cia decorosa del deudor y su familia; 6)  la 
eventual liquidación sin quiebra en caso de 
fracaso de la conciliación y 7) la liberación 
del deudor (o descarga de deudas) por los 
saldos insolutos, superando así vacíos o ca-
vilaciones que emergen de los textos lega-
les positivos (17).

2. La flexibilización o simplificación de 
los procesos es también una auspiciable re-
forma que puede aportar un mejoramiento 
de los sistemas de solución a los conflictos 
de insolvencia.

Estimo que excede el sentido de esta 
comunicación dar detalles de eventuales 
aspectos de los procesos concursales que 
podrían ser los destinatarios de tales sim-
plificaciones, a lo que pueden añadirse 
las posibles adecuaciones a la moderni-
dad que se han instalado ya en el ámbito 
judicial, a través de expedientes virtuales, 
trámites a distancia y otros resortes que se 
han impuesto incluso por razón del aisla-
miento que se impuso por la pandemia, 
que se abatió desde los albores de 2020.

Baste como muestra que los procesos 
de concurso preventivo en nuestro país 
nunca insumen menos de quince meses 

para su trámite; y si se trata de concursos 
referentes a empresas con centenares de 
acreedores, la costumbre de los jueces es 
extender —inapropiadamente— los plazos 
de verificación y estudio sobre los crédi-
tos (18) por parte de los síndicos, conce-
diéndose incluso los magistrados a sí mis-
mos plazos extendidos para expedirse, en 
razón de la imaginada voluminosidad de la 
información a considerar.

Para sustentar la necesidad de la refor-
ma, puede ser suficiente, creo, también 
recordar que el Parlamento Europeo, en su 
citada directiva de 2019, reclamó, con visos 
de obligatoriedad para sus Estados miem-
bros, reducir por vía legislativa la duración 
de los procesos (19).

IV.4. Reforma del régimen de las coopera-
tivas de trabajadores en la quiebra

La ley 26.684, del año 2011, produjo un 
cambio importante al regular con un ím-
petu impensado y con deplorable técnica 
legislativa el eventual accionar de coopera-
tivas de trabajadores en las situaciones de 
crisis de las empresas.

Se ha dicho incluso que cambió el para-
digma de la conservación de la empresa y 
preservación del empleo por otro modelo 
definido como “el fomento de la reconver-
sión de las relaciones laborales en formas 
asociativas independientes para el rescate 
de las empresas en crisis...” (20).

La cita transcripta constituye a mi juicio 
un eufemismo: se ha querido, desde mi 
óptica, remplazar un modelo enraizado en 
el derecho de propiedad amparado por la 
Constitución Nacional, por otro en el que 
los trabajadores estén ampliamente ampa-
rados por la ley para remplazar al empresa-
rio en la propiedad de la empresa, no bien 
este tenga un tropiezo en la solución de la 
crisis, soslayando definitivamente los dere-
chos de los otros acreedores, cuya protec-
ción es casi nula.

La pretensión del legislador es bien vi-
sible en el art. 48 bis de la actual LCQ (que 
introdujo el mal llamado cramdown coope-
rativo) que permite desplazar al titular de 
los bienes de la empresa (o, lo que es igual, 
al conjunto de accionistas que represen-
ten el 100% del capital accionario de una 
sociedad), por un conjunto de trabajado-
res, ni siquiera todos, que utilizarían una 
antijurídica compensación sus acreencias 
para cancelar el precio de las acciones que 
se transfieren. Se acentúa más este desvío 
ideológico y jurídico cuando se impone ad-
judicar en forma directa a la cooperativa de 
trabajadores, en caso de quiebra de la em-
presa, por un precio que no se someterá a 
una compulsa o licitación todos los bienes 
(art. 205, inc. 2 de la LCQ), aplicando sus 
acreencias para cancelar el valor de tasa-
ción.

Los textos legales son gravemente defi-
cientes y han merecido críticas de diverso 
calibre: desde calificarlos como un verda-
dero despojo de los activos concursales (21), 
hasta considerarlos un “....extravagante 
desvarío de ostensible inconstitucionali-
dad....” (22). Graziabile (un talentoso ma-
gistrado bahiense) señalaba al respecto el 
consenso que había logrado esta norma 

en la doctrina nacional en tres aspectos: 
(i)  su alambicada redacción que la torna 
casi inaplicable, (ii) su no resistencia a 
reproches constitucionales y (iii) el des-
concierto generalizado sobre su aplica-
ción (23).

Por mucho que pueda aceptarse que en 
casos excepcionales la cooperativa de los 
trabajadores contribuyó a sostener la ac-
tividad productiva (24), es evidente que la 
reforma es una necesidad imperiosa para 
retomar la sensatez y la protección del de-
recho de propiedad que ha sido claramen-
te conculcado con los mencionados textos 
sancionados hace más de una década; aun-
que, es justo decirlo, han carecido de apli-
cación concreta, lo cual predica de la sen-
satez de nuestros jueces y de la anunciada 
dificultad interpretativa de las normas ana-
lizadas (25). Lo expresado no implica que 
los textos positivos están vigentes, a dis-
posición de quienes quieran utilizarlos en 
desmedro del derecho de propiedad. A su 
vez, tal vigencia, opera sin dudas generan-
do reticencias en los análisis de cualquier 
inversor, nada menos que en estos tiempos 
donde se aguarda que crezcan proyectos o 
emprendimientos de empresas para paliar 
la extendida crisis que padece nuestro país.

V. Conclusión

El legislador tiene mucho por hacer —y 
con cierta premura, en ciertos casos— pero 
los análisis precedentes exigen cautela y 
debate suficiente en ámbitos esclarecidos, 
para evitar nuevos desvaríos como los que 
se han descripto.

Más allá de ello, y ya fuera de la temática 
a la que hube de limitarme en esta comu-
nicación, es preciso que la legislación na-
cional en materia de concursos y quiebras 
se ocupe de temas que también reclaman 
cambios, de los cuales me permito resal-
tar, sin que ello sea un límite, lo referido a 
(i) La responsabilización de administrado-
res y terceros en las quiebras, sistema que 
actualmente parece difuso y poco eficiente, 
incluso por el impacto que sobre el mismo 
generó la sanción del Código Civil y Co-
mercial de la Nación en 2015; (ii) los pro-
cedimientos liquidativos en las quiebras y 
(iii) la remuneración de funcionarios con-
cursales.
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Nota a fallo

Acoso escolar
Responsabilidad del establecimiento educa-
tivo. Contrato de enseñanza. Obligación de 
seguridad. 

1. - Conforme el art. 1767 del Código Civil y 
Comercial, acreditado el daño y su pro-
ducción en el ámbito y bajo el control de 
la autoridad escolar, la institución educa-
tiva solo será eximida de responsabilidad 
ante la prueba del caso fortuito. [1]

2. - Al celebrarse un contrato de enseñanza, 
el titular del establecimiento educativo 
debe garantizar que si un alumno menor 
de edad que se halla o deba hallarse bajo 
el control de su autoridad escolar causa un 
daño a otro o él mismo sufre el perjuicio, 
responderá de las consecuencias y resar-
cirá al damnificado por el evento ilícito. [1]

3. - La responsabilidad del colegio deman-
dado por incumplimiento del deber de 
seguridad ínsito en el contrato de ense-
ñanza se encuentra acreditada, derivada 
de la deficiente tarea de detección opor-
tuna de la problemática de acoso esco-
lar, como de la incompleta acción ante su 
efectivo conocimiento.

4. - De las constancias documentales apor-
tadas tanto por las partes y como por los 
terceros surge la existencia de situación 
de violencia física, moral y psicológica 
sostenida en el ámbito escolar, de lo cual 
el Colegio demandado tuvo efectivo co-
nocimiento.

5. - El hijo de los actores fue víctima de inti-
midaciones y agresiones físicas y psico-
lógicas en forma reiterada por parte de 
un compañero de aula dentro del ám-
bito del Colegio demandado. Estos ata-
ques persistentes en el tiempo le cau-
saron daño, temor y tristeza, lo que se 
traduce en la efectiva configuración de 
bullying o acoso escolar en su contra. De 
los cuadernos de comunicaciones, ac-
tas y testigos declarantes en esta causa, 
se tiene por acreditado que el bullying 
del que fue víctima el menor sucedió 
desde el inicio de la escuela primaria y 
hasta sexto grado.

6. - El colegio no contaba al momento de los 
hechos ventilados con un protocolo de 
actuación ante sospecha de situaciones 
de bullying, no realizaba cursos ni capa-
citaciones sobre la temática, ni contaba 
con gabinete ni consultas profesionales, 
como tampoco hizo la correspondiente 
denuncia ante los superiores jerárquicos 
cuando tomó conocimiento de los he-
chos.

7. - Es necesario que la escuela se compro-
meta genuinamente con las realidades 
de su comunidad, trabajando cotidia-
namente con los conflictos emergentes. 
Resulta ineludible que pueda verlos, es-
cucharlos, reconocerlos y especialmente 
darles un lugar, abrirles las puertas. En 
cambio, negar los conflictos, ocultarlos 
o ignorarlos no detiene la violencia, sino 
que por el contrario la potencia, la natu-
raliza y la legitima.

8. - Que los padres de la víctima hayan tenido 
una reacción parsimoniosa e insuficien-
te ante la detección del bullying en con-
tra de su hijo y que a su vez los padres 
del agresor no se hayan comprometido 
en abordar los problemas por los que su 
hijo tomó ese papel no debe traducirse 
en un eximente de la responsabilidad del 
colegio en donde los daños se produje-
ron, sino que da cuenta de la cadena de 
responsabilidades que en este caso se 
produjo.

9. - Dado que los episodios de violencia se 
generan en el seno escolar, es la insti-
tución educativa la que está en mejores 
condiciones —además de su profesiona-
lidad en la tarea de formar— para afron-
tar esa problemática y por ello es la que 
debe asumir una actitud proactiva que 
involucre a las familias y no a la inversa. 
Muy lamentable resulta que el estable-
cimiento escolar que imparte educación 
religiosa intente trasladar su responsa-
bilidad inculpando a la familia del niño 
víctima de bullying y violencia ante una 
eventual pasividad, olvidando que esta, 
a su vez, es afectada indirecta por los 
hechos de violencia a los que es some-
tido su hijo en el ámbito escolar que el 
apelante gestiona y lucra en ello. Esto 
demuestra también ausencia de conoci-
miento de su rol frente a las situaciones 
de hostigamiento escolar (del voto del 
Dr. Hankovits).

C 2 a C i v .  y  C o m . ,  L a  P l a t a ,  s a l a  I I , 
28/09/2021. - V., M. P. y otro/a c. Colegio 

La Inmaculada Instituto San José s/ Daños y 
perj. Incump. Contractual (Exc. Estado).
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Costas

Se imponen a la demandada vencida.

[El fallo in extenso puede consultarse en 
Atención al Cliente, http://informaciónle-
gal.com.ar o en Proview]
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I. Introducción

En esta oportunidad, a partir del comen-
tario de un fallo, analizaremos la responsa-
bilidad de los establecimientos educativos 
en los casos de bullying.

No obstante, la sentencia comentada será 
el disparador a partir del cual se dejarán plan-
teados otros interrogantes, que revisten un 
profundo interés social y jurídico ante el in-
cremento y la gravedad de esta problemática.

II. El caso bajo análisis

II.1. Los hechos

En el caso que aquí nos ocupa, la senten-
cia de primera instancia admitió la deman-
da de daños y perjuicios por incumplimien-
to contractual interpuesta por los padres en 
representación de su hijo menor, a conse-

cuencia de los perjuicios padecidos por bu-
llying, contra el Arzobispado de la Ciudad 
de La Plata —en su carácter de propietario 
de la Institución Educativa Colegio La In-
maculada Instituto San José—, condenán-
dolo a pagar la suma de pesos cuatrocientos 
ochenta mil ($480.000.-), más intereses con 
costas al demandado.

El decisorio fue apelado por el estableci-
miento educativo y la Cámara confirmó la 
sentencia apelada, imponiendo las costas 
de la alzada a cargo de la parte demandada 
vencida.

II.2. La resolución del tribunal

Habiéndose constatado en el proceso 
que el menor fue víctima de intimidaciones 
y agresiones físicas y psicológicas en forma 
reiterada —no aislada—, desde el inicio 
de la escuela primaria y hasta sexto grado, 

por parte de un mismo compañero de aula 
dentro del ámbito del Colegio demandado, 
y que esos ataques persistentes en el tiem-
po le causaron daño, temor y tristeza, lo 
que se traduce en la efectiva configuración 
de bullying o acoso escolar en su contra, la 
Cámara responsabilizó al establecimiento 
educativo por los daños sufridos.

Para ello señaló que, al celebrarse un 
contrato de enseñanza entre los padres del 
menor y la escuela privada de educación 
religiosa, existen obligaciones a cargo de la 
institución, siendo la principal la de impar-
tir instrucción escolar al menor, pero, a la 
par de ella, existe una obligación accesoria 
implícita de garantía a través de la cual la 
institución se obliga a velar por la salud fí-
sica y moral de los alumnos y a devolverlos 
sanos y a salvo a sus padres.

“En estos términos, el titular del estableci-
miento educativo debe garantizar que si un 
alumno menor de edad que se halla o deba 
hallarse bajo el control de su autoridad esco-
lar causa un daño a otro o él mismo sufre el 
perjuicio, responderá de las consecuencias y 

resarcirá al damnificado por el evento ilícito. 
Es que el deber de seguridad se considera in-
serto en todo tipo de contrato de enseñanza, 
incluida tácitamente con carácter general y 
accesorio en ciertos contratos para preservar 
a las personas o las cosas de los contratan-
tes, contra los daños que puedan originarse 
en la ejecución del contrato” (conf. CC0001 
MO 49090 RSD-44-4 S 23/03/2004, Carátula: 
“Mareco Máximo y otro c. Páez Valdez Ruiz, 
Marta s/ daños y perjuicios”)” (1).

El tribunal concluyó que acreditado el 
daño y su producción en el ámbito y bajo 
el control de la autoridad escolar, la insti-
tución educativa solo será eximida de res-
ponsabilidad ante la prueba del caso for-
tuito (art. 1767 Cód. Civ. y Com.).

Y en el caso no se acreditó el caso fortuito 
o fuerza mayor.

Si bien la escuela implementó algunas 
acciones ante las situaciones de conflicto 
planteadas, tales como: mediar con los ni-
ños en conflicto, conversar con las familias, 
llevar a los alumnos involucrados al orato-

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) C2aCiv. y Com., La Plata, sala II, “V., M. P. y otro/a 

c. Colegio La Inmaculada Instituto San José s/ Daños y 

perj. Incump. Contractual”, 28/09/2021, TR LALEY AR/
JUR/152208/2021
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rio de la escuela (una pequeña capillita) 
para que reflexionen, reflexiones grupales 
y reuniones de convivencia, el tribunal 
entendió que “las estrategias utilizadas 
por el personal del colegio demandado re-
sultan absolutamente insuficientes para la 
detección a tiempo y la solución de casos de 
bullying entre los alumnos. Es que no bas-
tan con llamados de atención, reflexiones, 
rezos e invocaciones a Dios, todas activida-
des y recursos válidos y valorables, pero de 
modo alguno aptos como únicas interven-
ciones para abordar el conflicto (art. 384 
Cód. Proc. Civ. y Comercial). No se trata en 
el presente de la inacción de la institución 
escolar como refiere el apelante en sus agra-
vios, sino de insuficiencia en los recursos y 
estrategias utilizados para afrontar un fe-
nómeno de tal gravedad e inserción. Nótese 
además que —a partir de lo depuesto por 
los testigos antes mencionados— el Colegio 
no contaba al momento de los hechos venti-
lados en el presente con un protocolo de ac-
tuación ante sospecha de situaciones de bu-
llying, no realizaba cursos ni capacitaciones 
sobre la temática, ni contaba con gabinete 
ni consultas profesionales, ni hizo la corres-
pondiente denuncia ante los superiores je-
rárquicos cuando tomo conocimiento de los 
hechos. Tampoco se hizo referencia a la exis-
tencia de un pacto de convivencia tal como 
lo requiere la ley provincial 14750 (v. CD 
AVC testigos G. min. 16.30, A. min. 23.30, 
O. min. 49.35, C. min. 01.08.35, 01.08.55, 
01.10.00 y 01.27.15, A. 02.58.35). En este 
extremo, dable es señalar que es necesario 
que la escuela se comprometa genuinamen-
te con las realidades de su comunidad, tra-
bajando cotidianamente con los conflictos 
emergentes. Resulta ineludible que pueda 
verlos, escucharlos, reconocerlos y especial-
mente darles un lugar, abrirles las puertas. 
En cambio, negar los conflictos, ocultarlos o 
ignorarlos no detiene la violencia sino que 
por el contrario la potencia, la naturaliza 
y la legitima (conf. www.bastadebullying.
com). De allí, que la responsabilidad del 
colegio demandado por incumplimiento del 
deber de seguridad ínsito en el contrato de 
enseñanza —derivado de la deficiente tarea 
de detección oportuna de la problemática, 
como de la incompleta acción ante el efecti-
vo conocimiento de la misma— se encuentre 
acreditada (arts. 384, 474 Cód. Proc. Civ. y 
Comercial)”.

III. La responsabilidad de los estableci-
mientos educativos en nuestro derecho vi-
gente

El Código Civil y Comercial de la Nación 
reconoce expresamente dos funciones de 
la responsabilidad civil (art. 1708, Cód. Civ. 
y Com.): preventiva y reparadora. Si bien 
tradicionalmente su función principal fue 
la de reparar, hoy, paralelamente a ella, se 
regula la función preventiva en la sección 
segunda del capítulo de la Responsabilidad 
civil (arts. 1710 a 1713, Cód. Civ. y Com.). 
Es decir, lo deseable en primer término es 
que el daño no se alcance a producir.

III.1. El deber de prevención del daño 
también alcanza a los establecimientos 
educativos:

En este entendimiento, el titular del es-
tablecimiento educativo, sus directivos, 
docentes y personal no docente, no que-
dan exentos del deber de prevención que 
pesa sobre toda persona física o jurídica 
(art. 1710 Cód. Civ. y Com.); y en el desarro-

llo de sus actividades deberán, en cuanto 
de ellos dependa: a) evitar causar un daño 
no justificado; b)  adoptar, de buena fe y 
conforme a las circunstancias, las medidas 
razonables para evitar que se produzca un 
daño, o disminuir su magnitud; (…), c) no 
agravar el daño, si ya se produjo.

En caso de desplegar acciones u omi-
siones antijurídicas que hagan previsible 
la producción de un daño —por ejemplo 
para los alumnos—, su continuación o 
agravamiento, los establecimientos edu-
cativos pueden ser legitimados pasivos de 
una acción preventiva del daño (art. 1711, 
Cód. Civ. y Com.), y la sentencia que la ad-
mita deberá disponer, a pedido de parte o 
de oficio, en forma definitiva o provisoria, 
obligaciones de dar, hacer o no hacer, se-
gún corresponda; debiendo ponderar los 
criterios de menor restricción posible y de 
medio más idóneo para asegurar la efica-
cia en la obtención de la finalidad, confor-
me a lo previsto por el art. 1713, Cód. Civ. 
y Com.

Esta función de prevenir daños por par-
te de los establecimientos educativos y los 
docentes también surge de la ley 26.206 de 
Educación Nacional, que en su art. 126, 
inc. d) declara el derecho de los alumnos 
a “ser protegidos/as contra toda agresión 
física, psicológica o moral” y paralelamente 
en su art. 67, inc. e dispone como una de 
las obligaciones de los docentes “proteger 
y garantizar los derechos de los/as niños/
as y adolescentes que se encuentren bajo su 
responsabilidad, en concordancia con lo 
dispuesto en la ley 26.061”.

También la jurisprudencia había desta-
cado la importancia de prevenir los daños 
en el ámbito escolar, aun antes de la refor-
ma e incorporación expresa en el Código 
unificado.

“La obligación asumida por los estableci-
mientos educativos conlleva la de poner en 
juego mecanismos y conductas tendientes a 
superar las características de los comporta-
mientos de los menores, de modo que el alea 
inherente a la dificultad de prever sus accio-
nes deba cargarse a la cuenta del deudor de 
la obligación de su cuidado, cuya liberación 
no será posible mediante la demostración 
de una conducta del menor a la se repute 
inesperada o imprevisible” (2) .

“Concluir que al celebrarse el contrato 
de enseñanza no se contempló el deber de 
resguardar la integridad física, psíquica o 
moral del alumno se traduciría en una ac-
titud desaprensiva de quien tiene a su cargo 
un establecimiento educativo, pues no solo 
tiene el deber genérico de no dañar, sino el 
específico y preexistente de adoptar las me-
didas de prevención, cuidado y vigilancia 
para preservar a los alumnos de los daños 
que puedan producirse durante la ejecución 
del contrato, cuyo desarrollo evidentemente 
comporta riesgos” (3).

“Por otra parte, la prevención del daño 
va estrechamente de la mano de la función 
propia de las escuelas, que es educar: tam-
bién en ese cuidado de sí mismo, del otro y 
de las cosas deben ser educados los alum-
nos, como parte de su proceso formativo 
integral” (4).

En el caso bajo análisis, se probó que 
el accionar del Colegio fue deficiente en 

la detección y tratamiento del bullying, 
no adoptó las medidas de prevención del 
daño requeridas por la sostenida situación 
de hostigamiento a lo largo de varios años 
(del año 2013 al 2019).

El voto del Dr. Hankovits señala expresa-
mente el deber de prevención que pesa so-
bre el establecimiento escolar: el bullying 
es “un tipo de conflicto social que se desen-
cadena en las instituciones educativas, en 
el que, a través de conductas psicológicas o 
físicas, se hostiga a un alumno en el marco 
del establecimiento, quebrantando su inti-
midad, avasallando su dignidad e inclu-
sive violando sus derechos personalísimos 
(Folgar, María Laura - Martín, Patricia F., 
“Bullying: responsabilidad parental y del 
establecimiento escolar”, en TR LA LEY 
AR/DOC/4816/2015)”. Esto es, el ámbito 
central en que se desarrolla el mismo es el 
establecimiento educativo de allí la mayor 
significancia de sus autoridades en preve-
nir y erradicar las conductas disfunciona-
les que generan dicho fenómeno y la con-
secuente mayor responsabilidad que asu-
men dichas instituciones. Ello así, pues las 
familias han elegido esos establecimientos 
depositando la confianza de la instrucción 
educativa y han delegado en ellos la guar-
da legal de sus hijos o hijas; son entes (o 
deberían serlo) profesionales en brindar 
educación integral y en concientizar en 
valores para evitar el acoso escolar o los 
actos de violencia que se produzcan en sus 
ámbitos. Por ello, “Es clara la necesidad de 
tomar medidas de urgencia ante la certeza 
de que se ha instalado una dinámica de 
bullying en un grupo escolar. Estas medi-
das apuntan a proteger al niño hostigado, 
sancionar a quien hostiga y replantearse te-
mas de convivencia en el curso y en la insti-
tución escolar” (Zysman, María, “Bullying, 
Cómo prevenir e intervenir en situaciones 
de acoso escolar”, Paidós, Buenos Aires, 
ps. 65 y 66)” (5).

III.2. Ante el acaecimiento del daño in-
justo, ¿cuándo debe reparar el titular del es-
tablecimiento educativo? Responsabilidad 
“ultra agravada”

La obligación de resarcir a cargo del ti-
tular del centro educativo requiere —como 
toda responsabilidad civil— la presencia 
de los cuatro presupuestos: antijuridici-
dad, daño, relación de causalidad y factor 
de atribución.

Esta responsabilidad especial está regu-
lada en el art. 1767 del Cód. Civ. y Com., en 
la Sección 9ª: “Supuestos especiales de res-
ponsabilidad”, que establece sus particula-
res requisitos de procedencia: daño causa-
do o sufrido por un alumno, minoridad del 
alumno dañador o dañado, y que el daño se 
produzca cuando se hallen o deban hallar-
se bajo el control de la autoridad escolar.

“Art. 1767. Responsabilidad de los esta-
blecimientos educativos. El titular de un 
establecimiento educativo responde por el 
daño causado o sufrido por sus alumnos 
menores de edad cuando se hallen o deban 
hallarse bajo el control de la autoridad es-
colar. La responsabilidad es objetiva y se 
exime solo con la prueba del caso fortuito.

El establecimiento educativo debe contra-
tar un seguro de responsabilidad civil, de 
acuerdo a los requisitos que fije la autori-
dad en materia aseguradora.

Esta norma no se aplica a los estableci-
mientos de educación superior o universi-
taria”.

Así, el Código unificado mantiene en ge-
neral lo previsto por el anterior art. 1117 
Cód. Civil (modificado por la ley 24.830), 
pero introduce las siguientes novedades:

- Responsabiliza al titular del estableci-
miento educativo, ya no al propietario. Se 
advierte que el término “titular” es más 
acertado que “propietario”, y puede tra-
tarse tanto de una persona humana como 
jurídica.

Quien responde es el titular del estableci-
miento educativo, sea o no propietario del 
inmueble donde aquel funciona y se dictan 
las clases. La doctrina es unánime (6).

“El concepto de titularidad no debe ser 
asimilado al del dueño del inmueble en el 
que se desarrollan las actividades, sino a 
la persona que regentea la empresa edu-
cativa, esto es, quien organiza y gestiona 
el desarrollo de la actividad por su propio 
interés” (7).

“El sujeto responsable no es el dueño del 
inmueble (que puede haberlo entregado en 
locación o en comodato o por algún otro 
título a otra persona humana o jurídica 
para que allí funcione la escuela), sino el 
titular o propietario de la escuela misma, 
el empresario educativo (tenga o no fin de 
lucro en esa empresa). Eventualmente, la 
responsabilidad del propietario del inmue-
ble se regirá por lo dispuesto en el art. 1757 
del Cód. Civ. y Com., equivalente al antiguo 
art. 1113” (8).

Explican Pizarro y Vallespinos que “el 
propietario es el titular por naturaleza del 
establecimiento. Pero pueden serlo también 
otras personas: el arrendatario, el usufruc-
tuario, fiduciario, etc. Todo aquel que tiene 
a su nombre un título suficiente que le otor-
ga un derecho sobre un establecimiento edu-
cativo, ejercite o no la dirección efectiva del 
mismo, es titular a los fines de la norma y 
responde objetivamente por el riesgo creado 
y de empresa que dimana de su actividad. 
En el ámbito del derecho del consumidor, 
es también titular quien pone su marca en 
el establecimiento educativo, presentándo-
se pública y ostensiblemente como provee-
dor profesional de dicho servicio (art. 40 
Ley 24.240)” (9).

Galdós y Valicenti dicen que el titular 
del establecimiento “es quien posee fa-
cultades de dirección y organización de la 
“empresa” educativa”, y aclaran que “el ti-
tular no necesariamente debe coincidir con 
el “director” académico y administrativo 
de la escuela —aun cuando por su función 
pueda tener ciertas facultades de dirección 
y organización de la prestación del servicio 
educativo— ni con quien es el propietario 
del inmueble en el que se desarrolla la ac-
tividad. Ello no quita que, como veremos 
luego, las responsabilidades del director o 
del propietario del inmueble puedan con-
currir con la del titular del establecimien-
to” (10).

De lo expuesto cabe concluir que hay 
acuerdo doctrinal en que el legitimado pa-
sivo es el titular del establecimiento edu-
cativo — persona humana o jurídica que 
organiza y gestiona el servicio educativo—, 

(2) CContenciosoadministrativo, Tucumán, sala I, 
“Zanzul, Francisco G, y otra c. Provincia de Tucuman y 
otra s/daños y perjuicios”, 25/06/2012, TR LALEY AR/
JUR/41579/2012

(3) CNCiv., sala F, “Valdez, Roberto P. c. Cole-
gio Esteban Echeverría SAE s/ daños y perjuicios”, 
19/12/2002, TR LALEY AR/JUR/6024/2002.

(4) NAVARRO FLORIA, Juan, “Responsabilidad civil de 
los establecimientos educativos en el nuevo Código Civil 

y Comercial”, El Derecho 15/05/2017, Nº 14.181 - AÑO LV 
- ED 272, p. 4

(5) Voto del Dr. Hankovits, C2aCiv. y Com., La Plata, 
sala II, “V., M. P. y otro/a c. Colegio La Inmaculada Ins-
tituto San José s/ Daños y perj. Incump. Contractual”, 
28/09/2021, TR LALEY AR/JUR/152208/2021

(6) KEMELMAJER de CARLUCCI, “La responsabili-
dad civil de los establecimientos educativos en Argen-
tina después de la reforma de 1997”, LA LEY, 1999-B, 

1047, en esp. n. VIII; MOSSET ITURRASPE, “Respon-
sabilidad por daños”, t. IX, Responsabilidad de la em-
presa, ps. 314/315; citados por PIZARRO, Ramón Da-
niel, - VALLESPINOS, Carlos Gustavo, en “Tratado de 
Responsabilidad Civil”, Rubinzal Culzoni, 2018, t. II, 
p. 83.

(7) REYNA, Carlos A., “Comentario al art. 1117 del Có-
digo Civil”, en Alberto J. Bueres (dir.) y Elena I. Highton 
(coord.), Código Civil y normas complementarias. Análisis 

doctrinario y jurisprudencial, Hammurabi, Buenos Aires, 
1999, t. 3-B, p. 21.

(8) NAVARRO FLORIA, Juan, ob. cit.
(9) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, ob. cit., 

t. III, ps. 83 y 84.
(10) GALDÓS, Jorge M. - VALICENTI, Ezequiel, 

“Daños causados y sufridos por alumnos menores 
de edad durante la actividad educativa”, LA LEY, 
2016-E, 727.
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no el propietario —titular del derecho real 
de dominio— del inmueble donde funcio-
na. Esto no quiere decir que este último 
quede exento de responsabilidad, la que se 
le podría imputar pero por aplicación del 
art. 1758 del Cód. Civ. y Com., no por el ré-
gimen del art. 1767 Cód. Civ. y Com.

- Suprime la referencia a privados o esta-
tales — A diferencia del anterior art. 1117 
Cód. Civil, que abarcaba expresamente a 
los establecimientos privados y estatales, 
el nuevo art. 1767, Cód. Civ. y Com., nada 
dice, omisión que resulta coherente con la 
decisión de regular la responsabilidad del 
Estado por las normas y principios del De-
recho administrativo.

Así, en el art. 1764 el Código unificado 
establece que todas sus disposiciones en 
materia de responsabilidad civil “no son 
aplicables a la responsabilidad del Estado 
de manera directa ni subsidiaria”, y en el 
art. 1765 agrega que “la responsabilidad del 
Estado se rige por las normas y principios 
del derecho administrativo nacional o local 
según corresponda”.

Por lo tanto, el régimen de responsa-
bilidad especial regulado por el actual 
art. 1767 Cód. Civ. y Com. solo es aplicable 
a los establecimientos privados, aunque en 
aquellos casos de laguna legislativa cuan-
do la provincia no hubiere adherido a la 
ley 26.944 de Responsabilidad del Estado 
Nacional ni dictado su propia normativa, 
calificada doctrina (11) se inclina por la 
aplicación analógica del art. 1767, Cód. Civ. 
y Com., a los establecimientos educativos 
públicos de gestión estatal.

- La norma no se aplica a los estableci-
mientos de educación “superior” o uni-
versitaria. El anterior art. 1117 Cód. Civil 
expresamente aclaraba que la norma no 
se aplicaba a los establecimientos de nivel 
“terciario” o universitario.

El Código Civil y Comercial eligió refe-
rirse a “educación superior” y no “esta-
blecimientos de nivel terciario”, expresión 
que resulta más armónica con lo previsto 
por la ley 26.206 de Educación Nacional, 
que en su art. 17 estructura al Sistema 
Educativo Nacional en cuatro niveles: la 
Educación Inicial, la Educación Prima-
ria, la Educación Secundaria y la Educa-
ción Superior (…) y en el art. 34 detalla 
que la Educación Superior comprende: 
a)  Universidades e Institutos Universi-
tarios, estatales o privados autorizados, 
en concordancia con la denominación 
establecida en la ley 24.521; b) Institutos 
de Educación Superior de jurisdicción 
nacional, provincial o de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires, de gestión estatal 
o privada.

De manera que “educación superior” 
incluye a la educación universitaria, por 
lo que la redacción del art. 1767, Cód. Civ. 
y Com. —al decir “superior o universita-
ria”—, es redundante, bastaba con decir 
superior.

- Extiende la responsabilidad del esta-
blecimiento educativo a los casos donde 
el menor de edad se halle o deba hallarse 
bajo el control de la autoridad escolar, en 
consonancia con las elaboraciones doctri-

narias y jurisprudenciales a través de los 
años.

- La nueva redacción se refiere a autori-
dad escolar, mientras que el texto anterior 
hacía referencia a la autoridad educativa. 
Con el texto anterior se podía malinterpre-
tar que la “autoridad educativa” era el Mi-
nisterio de Educación o la autoridad equi-
valente de cada jurisdicción, ya que en la 
ley 26.206 la expresión “autoridad educa-
tiva” tiene ese alcance. Ahora queda claro 
que se refiere a la autoridad de la institu-
ción donde acaeció el daño.

- Establece expresamente que la respon-
sabilidad es objetiva, reafirmando como 
única causal de exoneración el “caso for-
tuito¨.

Se trata entonces de una responsabilidad 
objetiva agravada, y por ello algunos auto-
res (12) la califican de “ultraobjetiva”.

Pero si bien la nueva norma establece 
que el factor de atribución es objetivo, no 
lo identifica específicamente. Para algunos 
autores el factor de atribución o funda-
mento de esta responsabilidad anida en el 
riesgo creado o de empresa (13), para otro 
sector, en la garantía (14); y para otros, en 
ambos, ya que no resultan incompatibles, 
porque el factor de atribución se encuentra 
en una garantía creada por la ley, fundada 
en el riesgo de la empresa (15).

Nosotros entendemos que no resultan 
incompatibles, y destacamos que cuando 
el daño es sufrido por el alumno (respon-
sabilidad contractual), existe además un 
deber de seguridad a cargo del estableci-
miento educativo, como afirma el fallo que 
aquí comentamos.

Kemelmajer de Carlucci ha dicho que 
los establecimientos educativos asumen 
contractualmente, junto con la obligación 
principal de prestar educación, una obli-
gación de seguridad cuyo incumplimiento 
hace nacer su responsabilidad directa, y 
que su asunción significa garantizar la in-
demnidad del menor en su integridad físi-
ca y moral como bien diferente de la obli-
gación principal (16).

Gregorini Clusellas (17), por su parte, 
hace referencia a la inserción de esta cláu-
sula en los contratos de enseñanza.

Esta postura es unánime en la doctrina, 
razón por la cual no hay dudas de que la 
obligación de seguridad se encuentra in-
serta en todo contrato de enseñanza, ya sea 
en forma tácita o expresa.

- En el segundo párrafo reafirma que 
se debe contratar un seguro de respon-
sabilidad civil, atribuyendo el deber de 
contralor a la “autoridad en materia ase-
guradora”, modificando la redacción que 
hacía referencia a la “autoridad jurisdic-
cional”.

III.3 Aplicación de la normativa de protec-
ción del consumidor y el usuario (ley 24.240)

Explican Galdós y Valicenti (18) que “las 
reglas y principios del microsistema de de-
recho del consumidor resultarán aplicables 
a la prestación de servicios educativos en la 

medida en que se configure una relación de 
consumo entre el alumno (como consumi-
dor) y el establecimiento (como proveedor), 
conforme el diálogo de fuentes para armo-
nizar la aplicación de las normas generales 
y las especiales. El art. 1767 del Cód. Civ. y 
Com. constituye una solución especial que 
resulta aplicable en primer lugar y de modo 
preferente a otras normas generales del mi-
crosistema, como los arts. 5 y 40 de la Ley de 
Defensa del Consumidor”. Así, entienden es-
tos autores que “por un lado, el alumno será 
un consumidor en virtud de utilizar como 
destinatario final el servicio de enseñanza, 
aun cuando no sea parte contratante del ser-
vicio, sino el tercero beneficiado con la pres-
tación (art. 1092, Cód. Civ. y Com.; art. 1, 
LDC). Por otra parte, no caben dudas que 
los establecimientos educativos alcanzados 
por el art. 1767 del Cód. Civ. y Com. quedan 
comprendidos en la noción de proveedor, 
pues se trata de una empresa educativa, que 
ofrece y presta servicios de forma profesional 
(art. 1093, CCN; art. 2, LDC)”.

Sagarna considera que “a las institu-
ciones escolares se les aplica la ley de de-
fensa del consumidor (conf. arts. 1 y 2, 
ley 24.240 —Adla, LIII-D, 4125—), por lo 
que ante la duda, el juzgador podrá hacer 
uso del principio in dubio pro consumptor 
con base en el art. 3 de esa norma. Estamos 
frente a la prestación del servicio educativo 
y, por ende, resultan aplicables a la educa-
ción (estemos frente a un contrato de ense-
ñanza o no) las normas del derecho del con-
sumidor” (19).

Explica Hernández que “el Cód. Civ. y 
Com. amplió el catálogo de contratos nomi-
nados o tipificados, lo que no ha supuesto 
regular a todas las operaciones jurídicas 
que actualmente operan en la vida econó-
mica y social, subsistiendo la atipicidad en 
muchos sectores. En este ámbito se sitúa al 
contrato de prestación de servicios educati-
vos privados, el cual carece de un tipo legal 
que lo capte. Sin embargo, ello se suple por 
tratarse de un supuesto paradigmático de 
contrato de consumo, susceptible de sub-
sumirse en los términos de los arts. 1º, 2º 
y 3º de la LDC, y en el arts. 1093 del Cód. 
Civ. y Com. Tal encuadramiento permite 
aplicar las normas protectorias del orden 
público que rige a las relaciones de consu-
mo —art. 42 de la Constitución Nacional 
(CN)— [12], junto a los principios propios 
de la disciplina (art. 3º LDC y 1094 Cód. Civ. 
y Com.) y a los generales del derecho, en es-
pecial los de buena fe (art. 37 LDC y 9º Cód. 
Civ. y Com.), abuso de derecho (art. 8 bis y 
37 LDC y art. 10 y 1120 Cód. Civ. y Com.), y 
protección de la confianza (art. 1067)” (20).

Recientemente, en un lamentable 
caso (21) de abuso sexual de una alumna 
en un establecimiento escolar, no solo se 
aplicó la Ley de Defensa del Consumidor 
(24.240), sino que además se concedió la 
pretensión de daños punitivos a favor de la 
niña, conforme a lo dispuesto en el art. 52 
bis de dicha ley.

IV. El bullying como problemática social 
inserta en las aulas

IV.1. Concepto

En el pronunciamiento aquí comentado, 
el tribunal comienza su análisis partiendo 

de la definición de bullying consensuada 
entre la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) y la reconocida organización no 
gubernamental Internacional Bullying Sin 
Fronteras, conforme la cual “el bullying o 
acoso escolar es toda intimidación o agre-
sión física, psicológica o sexual contra una 
persona en edad escolar en forma reiterada 
de manera tal que causa daño, temor y/o 
tristeza en la víctima o en un grupo de víc-
timas” (22)

Por ello, destaca que no todo acto vio-
lento es bullying: “No es lo mismo pelear-
se con alguien una vez o discutir en un 
juego, que maltratar siempre a la misma 
persona, con intención de hacerla sentir 
mal. Esto último es el acoso escolar” (23). 
En definitiva, se trata de una conducta de 
persecución física o psicológica que reali-
za un/a contra otro/a, que lo escoge como 
víctima de repetidos ataques y de la que 
difícilmente puede salir por sus propios 
medios.

La Cámara analiza adecuadamente la 
situación como una problemática social, 
que sufre no solamente de quien lo pa-
dece o ejerce, sino de toda la comunidad 
educativa: alumnos, docentes y familias, 
destacando a los diversos actores involu-
crados en el proceso de configuración de 
bullying:

a) El hostigador/acosador: que idea el 
hostigamiento y puede o no ser quien lo 
ejecuta. Generalmente es el líder del grupo 
y tienen necesidad de demostrar fuerza y 
poder.

b) El hostigado/acusado: si no puede de-
fenderse ya sea física o verbalmente, segui-
rá siéndolo hasta que otro tome su lugar o 
hasta que pueda haber una intervención de 
un adulto.

c) Los seguidores: los que apoyan al lí-
der. Son los que soportan el hostigamien-
to, los que muchas veces lo ejecutan y los 
que festejan todas las acciones del líder. 
Sin ellos el bullying no tendría sentido 
para el líder.

d) Los espectadores y testigos: los que mi-
ran sin decir nada, los que se ríen de lo que 
pasa y los que intentan detener el hostiga-
miento ya sea directamente o reportándo-
lo.

e) El personal de la escuela: los maes-
tros, preceptores, los directores, el con-
ductor del micro, etc., son los que deben 
detectar el bullying e intervenir inmedia-
tamente.

f ) Los padres: son los responsables de de-
tectar cambios en sus hijos y conversarlos 
con las autoridades del colegio.

Concluyendo que todos ellos son parte 
integrante del conflicto y por lo tanto se 
requiere de una intervención eficaz, el in-
volucramiento de todos para una solución 
efectiva (24).

En el caso bajo análisis se acreditó que 
la víctima sufrió una agresión psicofísica 
integral a lo largo de varios años, pues era 
vulnerado, descalificado, hostigado, acosa-
do y de esto participaba un compañero en 

(11) ALGARRA, Alejandra M. R., “El nuevo Código 
Civil y Comercial y la Responsabilidad del Estado”, 
Zeus, N.º 13104, del 01/08/2016; ANDRADA, Alejan-
dro D., “Ley 26.944. Responsabilidad del Estado y 
Funcionarios. La situación en las Provincias”, La Ley, 
Buenos Aires, 2017, ps. 50 y 54; SAGARNA, Fernan-
do A., “Responsabilidad civil de los establecimientos 
educativos en el Código Civil y Comercial”, RCyS 2015-
IV, 255.

(12) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, Carlos 
Gustavo, ob. cit., t. III, p. 84.

(13) MOSSET ITURRASPE, ob. cit., ps. 314 y 315, 
LÓPEZ HERRERA, en RIVERA y MEDINA (dirs.), Códi-
go Civil y Comercial de la Nación Comentado, La Ley, t. V, 
p. 14, entre otros.

(14) SAGARNA, Fernando A., ob. cit., n. 2017-2, ps. 103 
y ss.

(15) KEMELMAJER de CARLUCCI, Aída, ob. cit., y PI-
ZARRO - VALLESPINOS, ob. cit., p. 85.

(16) KEMELMAJER de CARLUCCI, Aída, ob. cit.
(17) GREGORINI CLUSELLAS, Eduardo, “La obligación 

de seguridad impuesta a quien se encomiendan meno-

res”, LA LEY, 1989-B, 495.
(18) GALDÓS, Jorge M. - VALICENTI, Ezequiel, ob. cit.
(19) SAGARNA, Fernando Alfredo, “Responsa-

bilidad civil  del establecimiento educativo para 
alumnos con capacidades distintas. La eximente 
“caso fortuito”, LA LEY- 2010-E, 15, TR LALEY AR/
DOC/5680/2010

(20) HERNÁNDEZ, Carlos A., “La tutela de la digni-
dad de los consumidores hipervulnerables. A propósito 
de la respuesta judicial frente a las consecuencias del 
abuso sexual padecido por una niña en un estableci-

miento educativo”, LA LEY 17/12/2020, 5, TR LALEY AR/
DOC/3876/2020.

(21) CNCiv., sala M, “A., C. H. y otro c. Fundación Edu-
car s/ daños y perjuicios”, 01/07/2020, con comentario de 
HERNÁNDEZ, Carlos A., TR LALEY AR/DOC/3876/2020

(22) conf. https://bullyingsinfronteras.blogspot.com/
(23) conf. www.ioma.gba.gob.ar/index.php/no-te-su-

mes-ni-permitas-el-bullying/.
(24) Grupo CIDEP —Centro de Investigaciones del De-

sarrollo Psiconeurológico— Equipo Bullying Cero Argen-
tina.
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especial, como el líder, pero había todo un 
contexto de compañeros que también fa-
vorecían esa situación respondiendo a las 
órdenes del líder, entonces empezó a sentir 
menosprecio, desvalorización y se limitó 
su accionar social a algunos compañeros 
con los cuales tenía un apego afectivo más 
significativo

IV.2. Normativa en materia de bullying

En el caso que aquí comentamos, el 
tribunal realiza un racconto legislativo a 
fin de dar cuenta de la recepción norma-
tiva de esta honda problemática social, 
del cual surge no solo la definición de 
bullying o acoso escolar, sino también el 
marco normativo y las acciones median-
te las cuales debe asegurase una inter-
vención efectiva de los distintos actores 
a los fines de evitar su producción. Así 
menciona a:

- La Convención sobre los Derechos del 
Niño, instrumento internacional con jerar-
quía constitucional —conforme el art. 75 
inc. 22 de nuestra Carta Magna—. Especí-
ficamente señala que en el ámbito escolar 
“Los Estados Partes reconocen el derecho del 
niño a la educación y, a fin de que se pueda 
ejercer progresivamente y en condiciones 
de igualdad de oportunidades ese derecho”, 
debiendo en particular adoptar “cuantas 
medidas sean adecuadas para velar por 
que la disciplina escolar se administre de 
modo compatible con la dignidad humana 
del niño y de conformidad con la presente 
Convención” (art. 28, aparts. 1 y 2).

- La ley nacional 26.061 de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes 
(promulgada en el año 2005) fija como 
objeto la protección integral de los niñas, 
niños y adolescentes que se encuentren 
en territorio nacional, para garantizar 
el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y 
permanente de sus derechos, agregan-
do que estos estarán asegurados por su 
máxima exigibilidad y sustentando en el 
interés superior del niño (conf. art. 1º, 
ley 26.061).

- La ley 26.206 de Educación Nacional, 
que regula el ejercicio del derecho de ense-
ñar y aprender consagrado por el art. 14 de 
la Constitución Nacional y los tratados in-
ternacionales incorporados a ella. Entre los 
derechos que la ley consagra a los alum-
nos se incluye el ser protegidos/as contra 
toda agresión física, psicológica o moral 
(art. 126 inc. “d”), mientras que entre las 
obligaciones de estos se cuentan las de res-
petar la libertad de conciencia, la dignidad, 
integridad e intimidad de todos/as los/
as miembros de la comunidad educativa 
y participar y colaborar en la mejora de la 
convivencia escolar, respetando el derecho 
de sus compañeros/as a la educación y las 
orientaciones de la autoridad, los/as do-
centes y los/as profesores/as (conf. art. 127 
inc. “c” y “d”).

- La ley 26.892 para la Promoción de la 
Convivencia y el Abordaje de la Conflic-
tividad Social en las Instituciones Educa-
tivas (sancionada el año 2013), abordó la 
cuestión del bullying de modo específico, 
imponiendo principios orientadores para 
garantizar el derecho a una convivencia 
pacífica, integrada y libre de violencia físi-
ca y psicológica.

- La ley 14.750 —en concordancia con 
la ley nacional 26.892— en el ámbito de la 
Provincia de Buenos Aires propone la rea-
lización, en el ámbito educativo, de acuer-
dos de convivencia, guías y protocolos de 
intervención que aborden la conflictividad 
social en esas instituciones (conf. arts. 1º, 
3º, 4º y 5º).

Nosotros agregamos que la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires y numerosas pro-
vincias dictaron leyes específicas en este 
tema. Algunas utilizan el término técnico 
inglés bullying y otras recurren a su traduc-
ción como acoso escolar. Las cuestiones se-
mánticas son lo de menos, lo que importa 
en realidad es que el legislador ya ha co-
menzado a tomar nota de esta problemá-
tica social que se exterioriza en el ámbito 
educativo:

- En la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la ley 5738 de Prevención y erradi-
cación del acoso u hostigamiento escolar 
(BO  04/01/2017), la ley Nº5775 de Preven-
ción del Ciberacoso Sexual a Personas Me-
nores de Edad (Grooming) (BO 19/01/2017).

- En Santa Cruz la ley 3522 de Creación 
del Programa Socio-Educativo de Preven-
ción del Bullying - Acoso entre pares (BO 
29/12/016).

- La Provincia del Chaco mediante la 
ley 7246 (BO 15/07/13).

- También la Provincia de Córdoba, me-
diante la ley 10.151, ha incorporado a los 
diseños curriculares la “enseñanza de la 
problemática relacionada con el acoso y la 
violencia entre los escolares, práctica cono-
cida como bullying” (art. 1º).

- De igual modo la Provincia de Corrien-
tes con la ley 6212.

- Algunas, como la Provincia del Chubut, 
han seguido la técnica de la adhesión, me-
diante la ley VIII-113/2014 (art. 1º); otras, 
como la Provincia de La Rioja, además de 
la adhesión, han incorporado reservas y 
designado la autoridad de aplicación; la 
Provincia de Río Negro, también ha uti-
lizado la adhesión mediante la ley 4977 
(BO 17/07/2014) (art. 1º), pero además 
ha incorporado el texto completo de la 
ley 26.892 en su Anexo I, incluyéndose la 
Autoridad de aplicación (art. 2º) y dispo-
niéndose un plazo para su reglamentación 
(art. 3º); la Provincia de Buenos Aires me-
diante la ley 14.750 (BO 15/09/2015), como 
una norma complementaria de la ley na-
cional 26.892.

Además de las leyes, deben destacarse 
los protocolos de actuación o guías ela-
boradas por los ministerios de educación, 
tanto el nacional como los provinciales.

Dentro de estos documentos se encuen-
tra la Guía Federal de Orientaciones para 
la intervención educativa en situaciones 
complejas relacionadas con la vida esco-
lar, la cual contiene orientaciones para 
situaciones que afectan la convivencia es-
colar.

En la Provincia de Santa Fe si bien no 
existe una ley específica en esta materia, en 
el ámbito del Ministerio de Educación se 
elaboró un Manual de Orientaciones para 

la intervención educativa en situaciones 
complejas relacionadas con la vida esco-
lar (25).

IV.3. Responsabilidad Civil del estableci-
miento educativo en los casos de bullying

No hay una norma específica en el Có-
digo unificado para el caso de la violencia 
escolar, por lo tanto la responsabilidad del 
titular del establecimiento educativo en 
estos casos queda comprendida en el régi-
men del art. 1767, Cód. Civ. y Com.

Obviamente, para responsabilizarlo, de-
berán hacerse presentes en el caso concre-
to los cuatro presupuestos de la responsa-
bilidad civil: antijuridicidad, daño, factor 
de atribución y relación de causalidad.

Probado el daño patrimonial y/o ex-
trapatrimonial no justificado, sufrido por 
un alumno menor de edad producto —en 
adecuada relación de causalidad— del bu-
llying ejercido contra su persona cuando 
se hallaba o debía hallarse bajo el control 
de la autoridad escolar, el establecimien-
to educativo debe responder, a menos que 
pruebe el caso fortuito.

Paralelamente, como hemos analizado 
más arriba, sobre el establecimiento edu-
cativo pesa la obligación de prevenir el 
daño (art. 1710, Cód. Civ. y Com.), por lo 
tanto, aun antes de presentarse situaciones 
de violencia en las aulas, deberá desplegar 
medidas tendientes a evitarlas.

La escuela tiene que diseñar estrate-
gias para una convivencia pacífica (pre-
vención), e implementar un Protocolo de 
actuación en situaciones de bullying, que 
prevea medidas inmediatas de protección 
a la víctima sin olvidar al victimario, por lo 
cual se aconseja la presencia de un gabine-
te interdisciplinario permanente, una co-
municación fluida con las familias de todos 
los involucrados, dejando registro de todo 
lo actuado —en actas, cuadernos de comu-
nicaciones, informes, etc.—, y sostenida en 
el tiempo para obtener resultados positivos 
y posibilitar una reflexión sobre las situa-
ciones que acontecen en las aulas.

La jurisprudencia (26) ha responsabili-
zado reiteradamente a los titulares de los 
establecimientos educativos privados y pú-
blicos por los daños causados como conse-
cuencia de las agresiones de un alumno a 
otro.

IV.4. Características de la acción u omi-
sión antijurídica en el acoso escolar

La conducta dañosa en el bullying o aco-
so escolar se caracteriza por molestias o 
agresiones realizadas de manera sistemáti-
ca o insistente por parte del acosador; no 
es suficiente una conducta aislada, sino 
que se necesita para su configuración una 
serie de acciones u omisiones reiteradas. 
Se han ejemplificado estas molestias como 
“conductas físicas o manipulaciones verba-
les tanto golpes como tirar objetos, como po-
ner sobrenombres, etc.” (27).

Las agresiones pueden ser por acción 
(verbal o física) como por omisión (dejar 
de lado o realizar discriminaciones negati-
vas; bloqueo social) y pueden manifestarse 
por cualquier medio (28).

IV.5. Tipos de daños que puede sufrir la 
víctima de bullying

Las conductas dañosas descriptas en el 
punto anterior pueden causar tanto daños 
patrimoniales como extrapatrimoniales.

Los derechos que se lesionan mediante 
la violencia escolar son en su mayoría de-
rechos reconocidos en el bloque de cons-
titucionalidad federal, y en un momento 
de suma vulnerabilidad de la vida del ser 
humano, que es la niñez o la adolescencia; 
dentro de este núcleo de derechos están 
nada más y nada menos que el derecho a 
la vida, a la salud, a la dignidad, a la intimi-
dad, al honor, a la no discriminación, entre 
otros.

Algunas de sus consecuencias pueden 
desarrollarse en la etapa escolar e incluso 
pueden marcar a la persona durante toda 
su vida manifestándose en la adultez.

Además, señalan los especialistas que la 
práctica del bullying agrava problemas pre-
existentes (como podría ser la baja autoes-
tima entre los alumnos), tanto así que abre 
cuadros graves de trastornos psíquicos y 
comportamientos que trazan prejuicios 
irreversibles, entre los que se encuentran la 
configuración de síntomas psicosomáticos, 
trastornos de pánico, fobia escolar, fobia 
social, trastornos de ansiedad generaliza-
da, depresión, anorexia y bulimia, trastor-
no obsesivo-compulsivo (TOC), trastornos 
de estrés postraumático; y en algunos casos 
cuadros menos frecuentes como esquizo-
frenia, suicidio y homicidios.

Algunas de las consecuencias en la sa-
lud física pueden ser, aunque no de ma-
nera exclusiva, las siguientes: trastorno de 
sueño, alimentación, problemas digesti-
vos, dolor de cabeza, fatiga y agotamiento, 
entre otros. Entre las consecuencias psi-
cológicas: inestabilidad nerviosa, senti-
mientos de insatisfacción, miedo, soledad, 
inseguridad, abandono, desconfianza en 
sí mismo/a. (…) En estado avanzado del 
bullying, puede tender a la agresión hacia 
sí mismo/a o el victimario y, en el extremo, 
puede llegar a auto infligirse daño e incluso 
al suicidio (29) .

El ciberbullying, por su parte, genera 
distintos efectos psicológicos en la vícti-
ma que pueden decantar en emociones 
violentas, en conductas de miedo-te-
rror y en profundos daños espirituales y 
emocionales, con consecuencias que han 
conducido a algunas personas a quitarse 
la vida (30) .

V. ¿Existe alguna eximente que pueda in-
vocar la escuela para liberarse de respon-
sabilidad en los casos de bullying?: Solo 
el caso fortuito

Al igual que lo hacía el Cód. Civil dero-
gado, el Código unificado mantiene como 
eximente para liberar de responsabili-
dad a los titulares de los establecimien-
tos educativos el caso fortuito, aunque la 
nueva norma (art. 1767, Cód. Civ. y Com.) 
agrega la palabra “solo” para reforzar la 
limitación.

De ahí que algunos autores (31) califi-
quen esta responsabilidad de “ultraobje-
tiva”.

(25) https://www.santafe.gov.ar/index.php/edu-
cacion/content/download/220942/1152309/file/ma-
nual%20orientaciones%20para%20interv%20educati-
va.pdf

(26) SC Mendoza, Sala II, “T., M. S. por su hijo me-
nor c. Dirección General de Escuelas”, 22/03/2005, 
TR L ALEY AR /JUR /555/2005;  CNCiv. ,  sala  A , 
exp. 31244/2009, 16/04/2014, citado por MENDE-
LEWICZ, José D., “La educación emocional. Un pri-
mer paso para detener la violencia escolar”, LA LEY 

28/11/2018, 7, TR LALEY AR/DOC/2550/2018; CN-
Civ., sala A, “G. R. J. c/ Babar Bilingual School Domi-
nique Seguin s/ daños y perjuicios”, 03/07/2009, TR 
LALEY AR/JUR/33713/2009, entre otros.

(27) CAPOMASI, Romina P., “Mirada jurídica del 
bullying en el ámbito regional”, LLLitoral 2014 (junio), 
479, agregándose: “Otra forma de hostigamiento es 
ignorar a alguien no integrarla al grupo, la exclusión se 
convierte en acoso cuando existe la intención de morti-
ficar al otro”.

(28) BUSTOS, María J., “La violencia escolar a la luz 
de la ley 26.892”, TR LALEY AR/DOC/1264/2014: “De 
tal manera, el acoso es ejercido no solo de manera pre-
sencial y directa, sino también a través de medios infor-
máticos o de comunicación, específicamente redes so-
ciales en su más amplia variedad, recibiendo el nombre 
de ciberbullying”.

(29) GROSSER GUILLÉN, Kattia - ROJAS MOLINA, Li-
lliana - ASTORGA,  Rigoberto (dirs.), Protocolo de actua-
ción en situaciones de bullying, Ministerio de Educación 

Pública, Dirección de Vida Estudiantil, MEP Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia UNICEF, San José, Cos-
ta Rica, octubre 2015, 1ª ed., p. 5.

(30) TOMEO, Fernando, “El ciberacoso cobra una 
nueva víctima”, LA LEY 04/10/2011, 1, TR LALEY AR/
DOC/3354/2011.

(31) Conf. SAGARNA, F., “Responsabilidad civil de los 
establecimientos educativos. Diferencias con el régimen 
anterior”, Revista de Derecho de Daños, n. 2017-2, ps. 103 
y ss.
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El caso fortuito o fuerza mayor, se en-
cuentra regulado en el art. 1730 Cód. Civ. 
y Com.: “Caso fortuito. Fuerza mayor. Se 
considera caso fortuito o fuerza mayor al 
hecho que no ha podido ser previsto o que, 
habiendo sido previsto, no ha podido ser 
evitado. El caso fortuito o fuerza mayor exi-
me de responsabilidad, excepto disposición 
en contrario. Este Código emplea los térmi-
nos “caso fortuito” y “fuerza mayor” como 
sinónimos”.

Sus caracteres o requisitos —siguiendo 
a Pizarro y Vallespinos (32)— son: impre-
visible, inevitable, actual y ajeno. En ma-
teria obligacional debe además ser sobre-
viniente al nacimiento de la obligación y 
representar un obstáculo insalvable para el 
cumplimiento.

a) Imprevisible: la imprevisibilidad debe 
evaluarse teniendo en cuenta no lo que 
efectivamente previó el agente en el caso 
concreto, sino lo que podría haber previsto 
un hombre medio estando en conocimien-
to de las circunstancias del caso (estándar 
de la causalidad adecuada) (33) .

Por lo tanto, para analizar la previsibili-
dad no se toman en cuenta las condiciones 
especiales del agente, ya que se trata de un 
análisis causal.

El momento en que debe ser juzgada la 
imprevisibilidad es cuando se produce el 
hecho dañoso o cuando nace la obligación.

Finalmente, cabe destacar que este re-
quisito de la imprevisibilidad puede faltar 
y aun así existir caso fortuito, siempre y 
cuando ese hecho previsible no haya podi-
do ser evitado, lo cual analizaremos segui-
damente.

b) Inevitable: este requisito es imprescin-
dible. Solo se configura el casus si —previs-
to o no— no pudo ser evitado. Consiste en 
que el hecho constituya un obstáculo im-
posible de vencer para el agente, irresisti-
ble o insuperable, que no haya podido im-
pedir aun adoptando la atención, cuidados 
y esfuerzos normales.

Como dicen algunos autores, “el Derecho 
no le requiere al deudor ser un superhom-
bre, Tarzán, Asterix, Tintín o el Conde de 
Montecristo” (34).

Lo inevitable configura directamente el 
casus, ya que ante un evento en el que nin-
gún curso de acción había para evitarlo, no 
cabe hacer reproche alguno al agente, que-
dando este liberado de responsabilidad. 
Por ello, como dijo el maestro Dellebecque, 
“la irresistibilidad es el elemento determi-
nante de la fuerza mayor” (35).

No obstante, como advierte Zavala de 
González, “el carácter de inevitable es re-
lativo; exige atender a las circunstancias de 
cada caso “en función de lo que sería razo-
nable exigir”, porque “lo que hoy es evitable 
mañana puede no serlo” o a la inversa (…) 
En general los hechos son inevitables cuan-
do son extraordinarios y, por tanto inespe-
rados. Lo que sucede común o habitualmen-
te puede ser anticipado y, por ende, permite 

adoptar precauciones para cumplir la obli-
gación o para no dañar. Por eso, no cons-
tituye fuerza mayor un alud en una cordi-
llera, ni el hurto de objetos en hoteles” (36).

c) Actual: Es decir, ha de ocurrir al tiem-
po en que correspondía cumplirse la obli-
gación, no bastando la sola amenaza .

d) Ajeno: El hecho tiene que ser extraño o 
ajeno al presunto responsable o al deudor 
en el campo del incumplimiento obligacio-
nal, para que se configure el caso fortuito.

El requisito de ajenidad del casus se cum-
ple cuando el hecho exonerante se produce 
“en el exterior de la esfera de acción por la 
cual el deudor debe responder” (37).

A partir de la exigencia de que sea forá-
neo, se perfila la excepcionalidad del caso 
fortuito, que debe ser objeto de interpre-
tación estricta y solo se configura en casos 
muy limitados.

Es decir que el agente no tiene que ha-
ber colocado ningún antecedente idóneo, 
ya sea por acción o por omisión, o por el 
riesgo de sus cosas o actividades, que haga 
posible o favorezca el hecho dañoso.

Ahora bien, tampoco hay que confundir 
el caso fortuito con la falta de culpabilidad.

Explica Pizarro (38) que se trata de dos 
eximentes distintas, que actúan sobre dife-
rentes presupuestos de la responsabilidad 
civil. El casus —concebido como corres-
ponde, bajo un prisma objetivo— incide 
sobre el nexo causal, destruyéndolo, lo 
que determina, como lógica consecuencia, 
la falta de autoría material del sindicado 
como responsable. El deudor no se libera 
porque haya cumplido con la diligencia 
debida, sino porque no es autor del incum-
plimiento por falta de causalidad material 
y jurídica. El incumplimiento no le es obje-
tivamente imputable. Señala que faltando 
el presupuesto de la relación causal y de la 
autoría, no tiene sentido formular ninguna 
indagación en torno a la culpabilidad de 
aquel. Además apunta que en el caso for-
tuito no basta la inculpabilidad, sino que es 
menester además la exterioridad del hecho 
impeditivo; la causa extraña.

El caso fortuito exige imposibilidad: ni 
el responsable ni nadie en su lugar deben 
haber estado en condiciones de impedir el 
daño (39). Por otra parte, la prueba de la 
falta de culpa importa la de la propia dili-
gencia y, como tal, recae sobre la conducta 
del agente; contrariamente, demostrar un 
casus implica producir una prueba sobre 
un hecho externo a la conducta de aquel, 
que por ser imprevisible o inevitable se 
constituye en la verdadera causa del per-
juicio (40).

En materia obligacional, a su vez, el caso 
fortuito o fuerza mayor debe además reu-
nir los siguientes requisitos:

a) Ser sobreviniente al nacimiento de la 
obligación: El impedimento en la ejecución 
de la obligación tiene que ocurrir con pos-
terioridad a su constitución.

b) Representar un obstáculo absoluto 
e insuperable para el cumplimiento de la 
obligación: Debe sobrevenir la imposibili-
dad absoluta de cumplir la prestación.

El art. 955 Cód. Civ. y Com. prevé en su 
parte pertinente que “la imposibilidad so-
brevenida, objetiva, absoluta y definitiva de 
la prestación, producida por caso fortuito 
o fuerza mayor, extingue la obligación, sin 
responsabilidad”.

Los requisitos de imprevisibilidad e 
inevitabilidad del casus no configuran 
recaudos atemporales, inmutables o de 
significación invariable, sino que deben 
ir mutando, para seguir de cerca las posi-
bilidades tecnológicas disponibles para el 
deudor, de acuerdo con sus medios y cir-
cunstancias, no siendo tampoco admisible 
que se le exija al deudor un standard de 
previsibilidad ajena a sus posibilidades, o 
que compute facilidades tecnológicas que 
no estaban disponibles al momento del 
suceso reputado imprevisible, en el lugar 
donde este se produjo.

En este sentido, por ejemplo, ante el re-
clamo por los daños y perjuicios sufridos 
por una niña a causa de una situación de 
grooming iniciada desde la sala de infor-
mática del colegio, el titular del estableci-
miento educativo no podría invocar caso 
fortuito, atento a que hoy existen dispo-
sitivos y aplicaciones informáticas para 
controlar las acciones de los menores en 
la web.

Como ya hemos analizado “el carácter de 
inevitable es relativo; exige atender a las cir-
cunstancias de cada caso “en función de lo 
que sería razonable exigir” (41), porque “lo 
que hoy es evitable mañana puede no ser-
lo” o a la inversa” (…) En general los hechos 
son inevitables cuando son extraordinarios 
y, por tanto inesperados. Lo que sucede co-
mún o habitualmente puede ser anticipado 
y, por ende, permite adoptar precauciones 
para cumplir la obligación o para no dañar. 
Por eso, no constituye fuerza mayor un alud 
en una cordillera, ni el hurto de objetos en 
hoteles” (42).

Por eso, insiste Zavala de González “no 
hay caso fortuito como factor excluyente de 
responsabilidad frente a un fenómeno que 
ocurre u ocurrirá inexorable, cuando hay 
margen para sortear sus secuelas nocivas, 
adoptando medidas de protección o evitan-
do exponerse a aquel” (43).

Al tratarse de una responsabilidad ob-
jetiva, no eximirá de responsabilidad al ti-
tular del establecimiento educativo haber 
obrado sin culpa. La imputación se realiza 
con abstracción de la idea de culpabilidad.

Para liberarse, la prueba de la no culpa 
no alcanza, el titular del establecimiento 
educativo debe probar la ruptura del nexo 
causal mediante el caso fortuito.

El caso del hecho de un tercero solo po-
drá ser considerado como eximente si reú-
ne los requisitos del caso fortuito. En este 
mismo sentido la doctrina entendió que 
“si el hecho del tercero es un acontecimien-

to extraordinario, imprevisible e inevitable, 
configurará un caso fortuito y por ende exi-
mirá de responsabilidad al establecimiento 
educativo”.

Recordemos que uno de los caracteres 
del caso fortuito es la ajenidad; el hecho 
debe ser exterior o “ajeno al deudor”. Por 
lo tanto, ese tercero no debe ser un depen-
diente del titular del establecimiento edu-
cativo.

En el régimen anterior (art. 1117 del 
Cód. Civil, reformado) algunos autores 
exigían que el hecho que sustentara el caso 
fortuito sea ajeno al deudor (44), mientras 
que otros afirmaban que debía ser “extra-
ño” a la actividad escolar (45) . Galdós (46) 
entiende que el debate se supera con las 
reglas del actual Código Civil y Comercial, 
que sigue la segunda postura. Así, explica 
que el art. 1733 del nuevo Código deter-
mina que aun cuando se configure caso 
fortuito, el deudor deberá responder si el 
caso fortuito constituye una contingencia 
propia del riesgo de la cosa o de la activi-
dad (inc. e). Es decir, además de ser una 
circunstancia imprevisible e inevitable, el 
hecho deberá ser extraño a lo que normal-
mente sucede en el desarrollo de la activi-
dad educativa.

De todo lo expuesto podemos concluir 
que, al tratarse el caso fortuito de un con-
cepto jurídico indeterminado, su presen-
cia deberá ser analizada por el juez en 
cada caso concreto, y en dicho análisis 
deberá tener en cuenta que es un supues-
to de excepción (conf. art. 792, Cód. Civ. y 
Com.).

Así, la jurisprudencia ha resuelto que 
en caso de duda sobre la acreditación del 
caso fortuito, debe mantenerse la respon-
sabilidad del deudor, porque la prueba del 
supuesto de excepción debe ser plena y 
concluyente (47). 

En el caso en comentario, la Cámara se-
ñaló: “La responsabilidad es objetiva y se 
exime solo con la prueba del caso fortuito”; 
eximente legal que lejos está de configurar-
se con los argumentos traídos por el recu-
rrente tales como la alegada pasividad de 
la familia del niño acosado, las reuniones 
realizadas o los rezos en el oratorio, medi-
das que debería haber oportunamente ad-
vertido, resultaron manifiestamente insufi-
cientes para evitar en el tiempo los episo-
dios de violencia. Reitero, la prevención y 
detección del bullying es una clara respon-
sabilidad de la autoridad escolar, por lo que 
la alegada ausencia de manifestaciones o 
comunicaciones de la familia desde el año 
2013 a 2015 no tiene asidero en un régimen 
de responsabilidad objetiva. Ello máxime, 
a tenor de la prueba testimonial y psicoló-
gica que acreditan la existencia de acoso y 
violencia escolar. Es más, de la propia ex-
presión de agravios se observa que luego 
de una presentación de sus progenitores se 
procedió al cambio de aula, a llevar adelan-
te reuniones con la familia del niño agre-
sor, la supervisión áulica, siendo la familia 
C. “acompañados por la Institución” (p. 3). 
Es que no se trata solo de acompañar a la 
familia víctima de bullying, sino esencial-

(32) PIZARRO, Ramón Daniel y VALLESPINOS, Gusta-
vo C., “Tratado de Responsabilidad Civil”, Rubinzal Cul-
zoni, 2017, t. I, p. 515.

(33) HERRERA, Marisa - CARAMELO, Gustavo y PI-
CASSO, Sebastián (dirs.) “Código civil y comercial co-
mentado”, Infojus, t. IV, p. 436.

(34) ALTERINI, Atilio Aníbal -LÓPEZ CABANA, Rober-
to M. - AMEAL, Oscar José, “Derecho de Obligaciones”, 
ob. cit., p. 358, Nº 837, numeral b), con cita de MALAU-
RIE-AYNES.

(35) DELEBECQUE, Philippe, “Le vol à main armée 
est un cas de force majeure pour un transporteur”, Re-
cueil Dalloz 1998, Sommaires commentés, p. 199. Cita-
do por LOPEZ MESA, Marcelo, “Requisitos, efectos y 

prueba del caso fortuito en el nuevo Código”, LA LEY, 
2015-C, 933.

(36) ZAVALA de GONZÁLEZ, Matilde, “La responsabi-
lidad civil en el nuevo Código”, Alveroni, 2016, t. II, p. 311.

(37) ALTERINI - AMEAL - LÓPEZ CABANA, ob. cit., 
p. 358, Nº 837, numeral c), con cita de CARBONNIER.

(38) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, Carlos 
Gustavo, ob. cit., t. I, p. 530.

(39) MAZEAUD, Henri – MAZEAUD, Léon - TUNC, An-
dré, “Tratado teórico práctico de la responsabilidad civil 
delictual y contractual”, Ejea, Buenos Aires, 1962, t. 1, 
vol. II, p. 326.

(40) BUSTAMANTE ALSINA, “Teoría...”, ob. cit., p. 303.
(41) TRIGO REPRESAS, Félix, “La noción de las exi-

mentes y su vigencia en el Derecho argentino. Eximen-
tes y causas de justificación. Los presupuestos y las 
eximentes”, Revista de Derecho de Daños, Nº2006-1, 
ps. 35 y ss.

(42) ZAVALA de GONZÁLEZ, Matilde, “La respon-
sabilidad civil en el nuevo Código”, Alveroni, 2016, t. II, 
p. 311.

(43) ZAVALA de GONZÁLEZ, Matilde, ob. cit., p. 312.
(44) SAGARNA, Fernando, “Responsabilidad civil 

del establecimiento educativo para alumnos con capa-
cidades distintas. La eximente “caso fortuito”, ob. cit.; 
ANDRADA, Alejandro D., “La ajenidad del casus y la 
responsabilidad de los propietarios de establecimientos 
educativos”, SJA 15/12/2010. En postura coincidente: 

MOEREMANS, Daniel, “Responsabilidad civil de los pro-
pietarios de establecimientos educativos. Su regulación 
en el Nuevo Código Civil”, ob. cit.; KEMELMAJER de CAR-
LUCCI, Aída, “La responsabilidad civil de los estableci-
mientos educativos en Argentina después de la reforma 
de 1997”, ob. cit.

(45) VILLAGRÁN, Santiago, ob. cit.
(46) GALDÓS, Jorge M. - VALICENTI, Ezequiel, “Daños 

causados y sufridos por alumnos menores de edad du-
rante la actividad educativa”, LA LEY, 2016-E, 727.

(47) CNFed Civ. y Com., sala II, 19/6/1981, ED 94-739.



Jueves 1 de septiembre de 2022 | 9

mente de resolver la violencia que se gene-
ra dentro de su establecimiento educativo. 
Es decir, no es suficiente para deslindar su 
responsabilidad legal con tomar medidas 
sino verificar de modo constante que estas 
son efectivas” (…) “Asimismo, no se advier-
te que se haya informado —y de menos de 
inmediato— a los Inspectores de Enseñan-
za, los cuales deberán informar a su vez al 
Inspector Distrital y a la Dirección del Nivel 
y/o Modalidad en razón que los Inspectores 
de Nivel y Modalidad, junto con el Equipo 
de Conducción Institucional, deben deter-
minar el curso de las acciones a seguir y la 
coordinación hacia adentro y hacia fuera 
de la institución educativa, en articulación 
con los Equipos Interdisciplinarios Distrita-
les y organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales de la comunidad de refe-
rencia, en caso de presentarse como necesa-
rio. Los inspectores de Nivel y Modalidad de 
Psicología Comunitaria y Pedagogía Social, 
junto a la Jefatura Distrital, debieron así 
supervisar y orientar la intervención insti-
tucional en el caso (“Guía de orientación 
para la intervención en situaciones con-
flictivas y de vulneración de derechos en el 
escenario escolar”; Gobierno de la provin-
cia de Buenos Aires - UNICEF, octubre de 
2014, en https://www.abc.gov.ar.; vigente 
al momento de recibir, por parte de las 
autoridades del colegio, el alegado primer 
reclamo de los progenitores de S.). Y más 
aún, como acontece en la especie, “para el 
caso que en la institución no cuente con 
Equipo de Orientación Escolar, se deberá 
informar al inspector de Nivel para que 
solicite la colaboración del Inspector de 
la Modalidad Psicología Comunitaria y 
Pedagogía Social” (Guía citada), lo que 
evidentemente no ha sucedido (arts. 53, 
Ley 24.240; 384 del Cód. Proc. Civ. y Co-
mercial). La omisión también es un factor 
trascendente de atribución de responsabi-
lidad legal en el supuesto de hostigamien-
to escolar. Por todo ello, la institución edu-
cativa demandada es responsable directa 
por los padecimientos que ha sufrido S. en 
el ámbito escolar (art. 1767 del Cód. Civ. 
y Com.)”.

De todo lo expuesto, podemos concluir 
que la única vía de escape para el estable-
cimiento educativo en los casos de bullying 
sería probar que la agresión del alumno 
dañador encuadra en la eximente del caso 
fortuito.

En la mayoría de los supuestos será di-
fícil encuadrar la conducta del alumno 
acosador en la eximente, pero en casos 
excepcionales, donde la violencia sea de 
una magnitud tal que exceda a una con-
tingencia propia del riesgo de la actividad 
escolar, y la institución educativa haya 
detectado el comportamiento agresivo to-
mando todas las medidas a su alcance (ej. 
reuniones con el menor y sus padres, in-
tervención del gabinete interdisciplinario 
de la institución, impulso de modos de or-
ganización institucional que garanticen la 
participación de los alumnos en diferentes 
ámbitos, instrumentando la colaboración 
de todo el personal docente y no docente 
en el diseño de estrategias para la resolu-
ción del conflicto y el cambio de conducta 
del menor, elevación de los antecedentes 
al Ministerio de Educación conforme pro-
tocolos vigentes por ser la autoridad de 
aplicación del poder de policía en educa-
ción del Estado, etc.) y, aun, así el alumno 
persista en la conducta agresiva dañando 
a un compañero, resulta cuando menos 
injusto que el establecimiento deba res-
ponder igual.

Especialmente teniendo en cuenta que 
el establecimiento escolar no puede expul-

sar a un alumno por desplegar conductas 
agresivas, conforme lo establece el art. 7 de 
la ley 26.892: “Quedan expresamente pro-
hibidas las sanciones que atenten contra 
el derecho a la educación o que impidan la 
continuidad de los educandos en el sistema 
educativo”.

Ante razones debidamente fundadas 
por situaciones de violencia y mala con-
ducta, el establecimiento educativo de 
gestión privada podría negarse a renovar 
la matrícula al alumno agresor, situación 
sobre la que ya tuvo oportunidad de ex-
presarse favorablemente la jurispruden-
cia (48).

Por ende, una interpretación estricta de 
la responsabilidad objetiva agravada colo-
ca a la escuela en la posición de asegurador 
universal de la mala conducta de menores 
agresivos, atándola de pies y manos a la 
hora de intentar eximirse de responsabili-
dad, e independientemente de la omisión 
absoluta por parte de los padres, a veces 
rayana en el dolo eventual por “la mani-
fiesta indiferencia por los intereses ajenos” 
(art. 1724, Cód. Civ. y Com.).

Si además el establecimiento es público, 
la reparación del daño será un gasto que 
pesará sobre las arcas estatales en desme-
dro de toda la comunidad.

Analizando la normativa vigente desde 
una mirada tridimensional del derecho, 
inclusiva de las problemáticas propias de 
la dimensión sociológica que regula, y en 
la búsqueda de soluciones justas, conside-
ramos que la eximente podría configurarse 
excepcionalmente en los extremos expues-
tos.

El caso fortuito es “el hecho que no ha po-
dido ser previsto o que, habiendo sido pre-
visto, no ha podido ser evitado” (art. 1730, 
Cód. Civ. y Com.), y además debe ser aje-
no (o extraño al titular del establecimiento 
educativo)

Por lo tanto, en los casos de violencia 
escolar reiterada, de una magnitud tal 
que exceda a una contingencia propia del 
riesgo de la actividad escolar, donde la 
institución educativa tomó todas las me-
didas a su alcance para prevenir y evitar la 
violencia escolar y no obstante el alumno 
agresor causó un daño intencional, en el 
que la escuela no tuvo incidencia ni colo-
có ningún antecedente causalmente idó-
neo (ajenidad), podríamos concluir que 
el hecho era previsible pero aun así inevi-
table para el titular del establecimiento, 
por lo que encuadraría en la categoría de 
caso fortuito liberándolo de responsabili-
dad.

El quid de la cuestión radica entonces 
en si el daño producido por el bullying 
podía ser evitado por la institución edu-
cativa, y si además esa violencia persis-
tente tiene tal entidad que excede a una 
contingencia propia del riesgo de la acti-
vidad escolar.

Zavala de González (49) realizó una crí-
tica a esta responsabilidad objetiva agra-
vada, manifestando que es poco razonable 
y lógico que el establecimiento educativo 
deba responder por el hecho intencional e 
inevitable de un alumno que decide deli-
beradamente golpear a uno de sus compa-
ñeros lanzándole un ladrillo, un compás, o 
empujándolo por las escaleras en un acto 
imprudente, ya que esto sucederá aun 
cuando las autoridades demuestren que 
han puesto el máximo deber de vigilancia 
y seguridad para evitar cualquier tipo de 

daño. El hecho de un alumno a otro, dentro 
de un marco jurídico razonable, debe ser 
considerado como un eximente de respon-
sabilidad.

VI. ¿La omisión de los padres de la víctima 
puede configurar una eximente para el es-
tablecimiento escolar?

En el caso bajo análisis, el Colegio de-
mandado se agravió argumentando que 
el a quo no realizó ningún análisis sobre 
el papel de la familia del menor agredido, 
“manteniendo a su hijo durante 6 años con 
sufrimientos psicológicos, sin realizar ma-
nifestaciones durante los 3 primeros años 
ni consultas con profesionales hasta pocos 
meses previos de inicio de la acción”.

Respecto de este punto, el tribunal en-
tendió que si bien “el bullying es parte de 
una problemática social que incluye nece-
sariamente no solo a quien lo padece, sino 
también al resto de los alumnos, docentes 
y familia” (…) “que los padres de S. ha-
yan tenido una reacción parsimoniosa e 
insuficiente ante la detección del bullying 
en contra de su hijo y que los padres de G. 
no se hayan comprometido en abordar los 
problemas por los que su hijo tomó el papel 
de agresor, no ha debe traducirse en un exi-
mente de la responsabilidad del colegio en 
donde los daños se produjeron, sino que da 
cuenta de la cadena de responsabilidades 
que en este caso se produjo (art. 1767 Cód. 
Civ. y Com.)”.

En el voto del Dr. Hankovits se profundi-
za sobre este punto señalando con dureza 
a la institución escolar: “se aprecia un re-
duccionismo del recurrente al sostener que 
los progenitores podrían haber cambiado a 
su hijo del Colegio, dado que esto no erra-
dica el acoso y los actos violentos, ya que 
dichas medidas no contienen al agresor y 
los sujetos coadyuvantes en la dinámica 
de producción del mismo. Razonar de ese 
modo es considerar que el provocador de 
los actos de violencia y hostigamiento es la 
propia víctima y que si ella “desparece” el 
niño agresor no ejercitará más acciones de 
esas características. Ello evidencia la fal-
ta de compresión cabal de fenómeno y su 
dinámica. Es responsabilidad del centro 
educativo: - Tomar medidas inmediatas 
de protección y educativas de prevención. 
- Informar sobre los recursos disponibles. 
- Mantener la comunicación frecuente con 
las familias y así evidenciar que el centro 
educativo toma acciones para detener la 
violencia” (“Protocolo de actuación en 
situaciones de bullying”, Ministerio de 
Educación Pública, Dirección de Vida 
Estudiantil, MEP Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia UNICEF, San José, 
Costa Rica Primera Edición, octubre 2015; 
en https://www.unicef.org/Documen-
to-Protocolo-Bullying.pdf.). Dado que los 
episodios de violencia se generan en el seno 
escolar son ellos quienes están en mejores 
condiciones (además de su profesionalidad 
en la tarea de formar) para afrontar esa 
problemática y por ello son los que deben 
asumir una actitud pro activa que involu-
cre a las familias y no a la inversa como se 
deja traslucir de los agravios articulados. 
Muy lamentable resulta que establecimien-
to escolar que imparte educación religiosa 
intente trasladar su responsabilidad in-
culpando a la familia del niño víctima de 
bullying y violencia ante una eventual pasi-
vidad, olvidando que esta, a su vez, es afec-
tada indirecta por los hechos de violencia 
a los que es sometido su hijo en el ámbito 
escolar que el apelante gestiona y lucra en 
ello. Esto demuestra también ausencia de 
conocimiento de su rol frente a las situacio-
nes de hostigamiento escolar”.

VII. ¿Y el menor dañador responde?

En el caso bajo análisis el menor da-
ñador no fue demandado, pero podría 
haberlo sido, en autos quedó acreditado 
que desde el año 2013 tenía problemas 
de conducta y ejercía violencia con sus 
compañeros. Asimismo, los actos violen-
tos e intimidatorios respecto de la víctima 
fueron sostenidos en el tiempo y objeto de 
reuniones en la escuela, de ello dan cuen-
ta las actas, cuadernos de comunicacio-
nes glosados al expediente, así como las 
cuantiosas declaraciones testimoniales de 
la psicóloga —relevada del secreto profe-
sional—, padres, docentes y directivos del 
establecimiento educativo.

Más allá de las sanciones disciplinarias 
escolares, que en virtud de la ley 26.892 
no pueden atentar contra el derecho a la 
educación o impedir la continuidad de los 
educandos en el sistema educativo, y de las 
eventuales consecuencias penales que es-
tos hechos puedan acarrear para los chicos 
en función de la edad y conducta, en ma-
teria civil los menores responden por los 
daños que ocasionen a terceros aun antes 
de los 10 años.

Si tiene menos de diez años, al no tener 
discernimiento para los actos ilícitos es-
taremos en presencia de un acto involun-
tario y por ende responderá por razones 
de equidad (art. 1750, Cód. Civ. y Com.), 
pudiendo el juez atenuar la condena en 
función del patrimonio del deudor, la si-
tuación personal de la víctima y las cir-
cunstancias del hecho (art. 1742, Cód. 
Civ. y Com.).

Si tiene diez años o más, nos encontra-
remos ante un autor que tiene discerni-
miento para los actos ilícitos (art. 261, 
Cód. Civ. y Com.), y por ende, el deber de 
resarcir del menor se regirá por las dis-
posiciones referidas a la responsabilidad 
por el hecho propio (arts. 1749 y concs. 
del Código).

Por lo tanto, la responsabilidad del titu-
lar de la escuela y del alumno agresor son 
concurrentes (conf. art. 850, Cód. Civ. y 
Com.), respondiendo aquel en su calidad 
de organizador de la educación (art. 1767, 
Cód. Civ. y Com.) y este por el hecho pro-
pio por responsabilidad directa (art. 1749, 
Cód. Civ. y Com.)

VIII. ¿Y los padres del menor dañador res-
ponden?

Cabe preguntarse si los padres respon-
den en los casos de daños ocasionados por 
sus hijos menores en el ámbito escolar.

El art. 1115 del Código Civil derogado 
exigía, para la liberación del padre, el he-
cho de que el menor se encontrase “de 
manera permanente” bajo vigilancia y au-
toridad de otra persona, lo que según una 
parte de la doctrina requería una guarda 
permanente. Así, Parellada (50) entendía 
que los padres no podían liberarse por la 
simple circunstancia de que el menor es-
tuviera en la escuela, aun cuando asistiera 
en doble turno, pues la autoridad educati-
va no asumía la guarda jurídica del menor 
sino solo su custodia material. La misma 
opinión sostenía Mosset Iturraspe (51), 
bajo el régimen anterior.

La jurisprudencia mayoritaria consideró 
que mientras el menor se encontrara en el 
colegio la guarda se trasladaba al estable-
cimiento, transfiriendo los poderes de vi-
gilancia y control sobre su conducta, por 
lo que se rechazó la demanda contra los 

(48) CNCiv., Sala G, “M., R. F. y otro c. Asociación Civil 
Colegio Villa Devoto y otro”, 18/05/2005, TR LALEY AR/
JUR/4181/2005.

(49) ZAVALA de GONZÁLEZ, Matilde, “Valoraciones 
sobre Responsabilidad. A propósito del Proyecto del Có-
digo Civil”, Mediterránea, 2000.

(50) PARRELLADA, Carlos, “La violencia en el ámbi-
to educativo. La responsabilidad de los padres y la de los 
dueños de establecimientos educativos”, JA 2012-III-705.

(51) MOSSET ITURRASPE, Jorge, “Responsabilidad 
por daños”, t. IX: Responsabilidad de la empresa, cit., 
p. 317
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progenitores por los daños causados por el 
alumno (52) .

En el nuevo Código, como destacan Gal-
dós y Valicenti, “la responsabilidad concu-
rrente de los padres es una cuestión ríspida 
y si bien la letra del art. 1767 del Cód. Civ. y 
Com. no la excluye, el tema debe ser anali-
zado con cautela” (53).

Recordemos que en materia de respon-
sabilidad de los padres, el art. 1755 Cód. 
Civ. y Com. vigente establece como exi-
mente específica que los padres no res-
ponden por los daños ocasionados por su 
hijo menor de edad cuando es puesto bajo 
la vigilancia de otra persona, “transitoria o 
permanentemente”.

La doctrina mayoritaria entiende que lo 
que se ha querido es aludir al menor esco-
larizado que causa daño mientras se en-
cuentra bajo la autoridad educativa; esto 
representa reafirmar la tendencia doctri-
naria y jurisprudencial que impera hasta 
el momento y adoptar el criterio de que en 
esos supuestos la responsabilidad es solo 
del titular del establecimiento (54).

Hay autores y cierta jurisprudencia que, 
yendo más lejos, entienden que aun cuan-
do el menor esté —o debiera estar— bajo el 
control de la autoridad escolar, hay supues-
tos específicos que podrían comprometer 
también la responsabilidad de los padres.

Así Galdós y Valicenti, en opinión que 
compartimos, entienden que “El debate 
es más complejo cuándo los menores pre-
sentan especiales problemas de conducta, 
es decir, cuándo los daños derivan de su 
personalidad intrínsecamente conflictiva. 
Estos supuestos exigen asumir una postura 
congruente con todo el sistema que contem-
ple las tensiones en juego (arts. 1, 2, 3, 1754, 
1755, 1767 y concs Cód. Civ. y Com.) aten-
diendo prioritariamente el derecho de la 
víctima (alumno o tercero) a la adecuada 
reparación. Desde esta perspectiva, no pa-
rece adecuado que el establecimiento pueda 
liberarse alegando que se trata de un caso 
fortuito, pues la conducta raramente será 
imprevista e inevitable y ajena al riesgo 
propio de la actividad. Pero por otro lado 
tampoco parece razonable que el estableci-
miento deba asumir el “plus” de riesgos que 
supone un alumno con un desorden en su 
comportamiento muy superior a la “media” 
de cualquiera de sus compañeros que torne 
marcadamente dificultoso el poder de vigi-
lancia y control, impropio de los paráme-
tros o estándares habituales o típicos. Por 
ello y salvo que se trate de establecimientos 

especiales destinados a brindar servicios 
educativos particulares (por ej., escuelas 
especiales para niños con dificultades de 
aprendizaje o con comportamientos espe-
ciales) es conveniente propiciar un criterio 
interpretativo que admita que el titular del 
establecimiento deba responder frente a la 
víctima por los daños provocados por el 
alumno que se encontraba bajo su autori-
dad —sin que pueda, en principio, alegar 
caso fortuito—, pero que luego tenga accio-
nes de regreso contra los padres del menor 
e inclusive pedir su citación coactiva a jui-
cio” (55).

En similar sentido, Plovanich afirma que 
no se presentan mayores dificultades si se 
considera el régimen de internado a los 
efectos educativos, pero si el hecho acaece 
en el régimen escolar común, el que tiene 
lugar durante determinadas horas del día, 
“no me parece aceptable sentar una regla 
general que exima de responsabilidad a los 
progenitores sino que creo necesario aten-
der a las circunstancias del caso concreto, 
en particular al origen del hecho dañoso. 
Conforme lo manifestara en trabajos ante-
riores, no comparto aquella tesitura, aun 
razonando sobre la base de un factor de 
atribución subjetivo. Sería valedero eximir-
los en caso de que el daño provenga de un 
episodio singular y aislado, pero no cuando 
la conducta del dañador es habitualmente 
agresiva, rebelde, pues en estos supuestos 
habrá que analizar si en el origen causal 
del acontecimiento dañoso no ha prevale-
cido el temperamento del autor por sobre 
las reales posibilidades de vigilarlo. Si deri-
va de la simple falta de custodia y control 
que requiere un niño de corta edad, estará 
justificada la responsabilidad del estableci-
miento o del maestro. Lo mismo si el hecho 
deriva de omisión de los deberes de organi-
zación. Pero tratándose de situaciones en 
las que influye notoriamente la persona-
lidad del niño o adolescente, entiendo que 
los progenitores no pueden quedar exentos 
de responsabilidad; en especial cuando se 
trata de menores cercanos a la mayoría de 
edad. Si el fundamento deriva de la respon-
sabilidad parental esta es irrenunciable, el 
vínculo subsiste aun cuando se transfiera 
la vigilancia de modo transitorio, por ello 
la responsabilidad debiera ser al menos 
concurrente. Distinto sería si pese a conocer 
esas circunstancias y haber sido hecho saber 
por los padres la necesidad de extremar re-
caudos, la escuela no tomó los adecuados. 
Acepto que la obligatoriedad del estableci-
miento educativo de contar con seguro obli-
gatorio, hace que en la práctica resulte más 
simple para la víctima exigir a la institución 
el pago de la indemnización” (56).

Además, atento al carácter objetivo de 
la responsabilidad civil que pesa sobre los 
padres, la eximente del art. 1755 Cód. Civ. y 
Com. resulta anacrónica. Si hoy la respon-
sabilidad civil de los padres se fundamen-
ta en detentar la responsabilidad parental 
(antes, patria potestad), y no en la culpa 
in vigilando, no es coherente liberarlos de 
responsabilidad porque el menor causó el 
daño estando bajo la vigilancia de otra per-
sona (ej. establecimiento educativo), tran-
sitoria o permanentemente.

Incoherencia que se hace más noto-
ria cuando pese a sucesivos llamados de 
atención de la escuela (reuniones, notas 
en cuaderno de comunicaciones, interven-
ción del gabinete psicopedagógico, etc.) 
los padres no toman medidas concretas de 
acción para prevenir el daño que el menor 
termina causando.

Aplicar la eximente del art. 1755, Cód. 
Civ. y Com., sin un análisis del caso con-
creto puede llevar a grandes injusticias, 
con repercusiones sociales negativas; será 
misión de los jueces realizar esta delicada 
tarea, ahora en el marco de un sistema ob-
jetivo de responsabilidad.

IX. ¿la responsabilidad de los docentes 
puede verse comprometida en los casos 
de bullying?

Los docentes cumplen un rol funda-
mental en la prevención y detección del 
bullying.

Un desempeño culpable del docente por 
acción u omisión, es decir “la omisión de 
la diligencia debida según la naturaleza 
de la obligación y las circunstancias de las 
personas, el tiempo y el lugar. Comprende la 
imprudencia, la negligencia y la impericia 
en el arte o profesión” (art. 1724, Cód. Civ. 
y Com.); o incluso un accionar doloso del 
docente produciendo un daño a un alum-
no “de manera intencional o con mani-
fiesta indiferencia por los intereses ajenos” 
(art. 1724 Cód. Civ. y Com.) puede generar 
la obligación de responder frente a la vícti-
ma del bullying.

Recordemos que además sobre el do-
cente pesa la obligación de prevención del 
daño prevista en el art. 1710, Cód. Civ. y 
Com., y atento a su capacitación y prepara-
ción pedagógica su conducta será evaluada 
con mayor exigencia, a la luz de lo previsto 
por el art. 1725, Cód. Civ. y Com.

En estos casos la responsabilidad del 
docente será subjetiva, a diferencia de la 

responsabilidad del establecimiento edu-
cativo, que es objetiva. Una no excluye a la 
otra; se acumulan responsables frente a la 
víctima, independientemente de las accio-
nes de reintegro que existan entre ellos.

En relación con la prueba de la culpa del 
docente, a los requisitos para que se confi-
gure su responsabilidad y a la posibilidad 
del ejercicio de acción recursoria por parte 
del titular del establecimiento educativo, 
remitimos a lo analizado en otro trabajo de 
nuestra autoría (57).

X. Conclusión

El bullying es un tema que genera alta 
sensibilidad social, por el ámbito donde se 
produce, los sujetos que involucra, los da-
ños que produce y, especialmente, por ser 
el reflejo de nuestra sociedad contemporá-
nea, conflictiva, discriminatoria, en crisis 
de valores, que inevitablemente traslada la 
violencia a las aulas.

Hemos analizado la importancia de la 
función preventiva de la responsabilidad 
civil en el abordaje de estas situaciones de 
acoso escolar, y asimismo que si un alum-
no menor de edad ha sufrido un daño por 
tal motivo, la única eximente de respon-
sabilidad que puede esgrimir el estableci-
miento educativo es el caso fortuito.

Si bien en el fallo comentado el único 
demandado fue el establecimiento es-
colar, también planteamos que, en otros 
escenarios, su responsabilidad se puede 
configurar sin perjuicio de la que pue-
da pesar, de modo concurrente (art. 850, 
Cód. Civ. y Com.), sobre otros legitimados 
pasivos.

Para los casos más extremos de falta de 
colaboración de los padres, que no adop-
tan ninguna medida de prevención ante el 
llamado de atención de la escuela, el prin-
cipio rector debe ser el carácter objetivo de 
su responsabilidad, que entendemos no 
debería ceder por la circunstancia de ha-
berse producido el daño bajo la vigilancia 
de la autoridad escolar.

Nuestro anhelo es que la jurispruden-
cia transite por este camino, especial-
mente para sentar conciencia en todos 
los actores involucrados en esta proble-
mática de los deberes que pesan sobre 
cada uno, y así crear una sociedad libre 
de violencia.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/2571/2022

Jurisprudencia

Beneficio de litigar  
sin gastos
Persona jurídica. Ausencia de prueba de fal-
ta de recursos para afrontar el juicio. Carga 
de la prueba.

1. - Es una carga de quien solicita el bene-
ficio de litigar sin gastos —en el caso, 
una persona jurídica— probar la caren-
cia de recursos adecuados para afrontar 
el proceso y, en su caso, la imposibili-
dad de obtenerlos, debiendo producir 
la prueba pertinente al efecto, de modo 

que no se vea frustrada la garantía de 
defensa en juicio. Que la Cooperativa 
haya sido impedida de funcionar y que 
no sea titular de bienes inmuebles no 
evidencia una circunstancia que, por sí 
misma, denote la insuficiencia de recur-
sos económicos.

2. - Los dos testimonios acompañados para 
probar la ausencia de recursos de una 
persona jurídica para afrontar los gastos 
del juicio fueron realizadas por antiguos 
empleados, quienes no brindan infor-
mación sobre conocimientos adquiridos 
directamente por sus sentidos, sino por 

el comentario de terceras personas —di-
rectivos y empleados de la Cooperati-
va—. No se desprende de los balances 
acompañados un pasivo que genere la 
circunstancia de ausencia de recursos 
para afrontar el proceso y la imposibili-
dad de obtenerlos.

CNCiv., sala B, 11/08/2022. – Coopera-
tiva de Vivienda, Crédito y Consumo Cre-
dionce Limitada s/ Beneficio de litigar 
sin gastos.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/104280/2022]

2ª Instancia.- Buenos Aires, agosto 11 de 
2022.

Considerando: I. Contra la resolución de 
fs. digital 142, por medio de la cual la ma-
gistrada de grado rechazó el beneficio de 
litigar sin gastos solicitado por Cooperativa 
de Vivienda, Crédito y Consumo Credionce 
Limitada, alza sus quejas la apelante. Fundó 
sus agravios a fs. Digitales 149/150, memo-
rial que fue contestado por la contraparte a 
fs. digitales 152/157.

Se agravia la recurrente del rechazo del 
presente incidente por considerar que ha 

(52) CNCiv., Sala L, “G., R. M. c. Instit. Inmacula-
da concepción de Nuestra Sra. de Lourdes y otros”, 
02/02/2012, en elDial.com. 

(53) GALDÓS, Jorge M. - VALICENTI, Ezequiel, “Daños 
causados y sufridos por alumnos menores de edad du-

rante la actividad educativa”, ob. cit.
(54) LÓPEZ HERRERA, Edgardo, “Código Civil y Co-

mercial Comentado”, ob. cit., p. 113.
(55) GALDÓS, Jorge M. - VALICENTI, Ezequiel, “Daños 

causados y sufridos por alumnos menores de edad du-

rante la actividad educativa”, ob. cit.
(56) PLOVANICH, María Cristina, “Responsabilidad de 

los padres en el Código Civil y Comercial”, RCyS 2015-IV, 
167.

(57) RODRÍGUEZ, Jorgelina L., “Responsabilidad de 

los padres y de los establecimientos educativos”, Nova 
Tesis, 2021.
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probado, mediante la prueba testimonial 
e informativa, que no posee fondos para 
afrontar los gastos del proceso, aduciendo 
que desde diciembre del año 2018 fue inha-
bilitada para funcionar.

II. En principio, ha de señalarse que, en 
los casos en que la solicitante del beneficio 
es una persona jurídica, su concesión debe 
apreciarse con mayor prudencia que en el 
caso de que se trate de una persona huma-
na.

En otras palabras, el derecho de acceso 
a la justicia tiene respecto de las personas 
jurídicas una distinta connotación compa-
rativamente con las personas humanas, ex-
tremo que incluso es plenamente aceptado 
como una diferencia apreciable para valo-
rar la concesión del beneficio de litigar sin 
gastos autorizado por el Código Procesal, 
cuya procedencia —como lo ha declarado 
la jurisprudencia— respecto de las perso-
nas de existencia ideal está sujeto un crite-
rio de suma prudencia (conf. CSJN, Fallos: 
328:2543; 330:1110; 342; 1473).

III. En la especie, la actora promovió el 
presente beneficio a raíz de la acción prin-
cipal —Expte. Nº 76.435/2019— seguida 
entre las mismas partes, en la cual se pre-
tende ejecutar un contrato de mutuo hi-
potecario seguido entre las partes. Allí se 
hizo lugar a las excepciones de pago par-
cial documentado, quita, espera y tran-
sacción, mediante la resolución de fecha 
01/07/2022, la cual no se encuentra firme 
por haber sido apelada.

IV. Es una carga de la parte actora pro-
bar la carencia de recursos adecuados para 
afrontar el proceso y, en su caso, la impo-
sibilidad de obtenerlos, debiendo producir 
la prueba pertinente al efecto, de modo 
que no se vea frustrada la garantía de de-
fensa en juicio. El hecho de que la Coo-
perativa haya sido impedida de funcionar 
y que no sea titular de bienes inmuebles, 
no evidencia una circunstancia que, por sí 
misma, denote la insuficiencia de recursos 
económicos.

Se advierte que los dos testimonios 
acompañados en los términos del art. 79, 
inc. 2 del Cód. Proc. Civ. y Com. de la Na-
ción (v. fs. digitales 4/7) fueron realizadas 
por antiguos empleados de la Cooperati-
va, quienes no brindan información sobre 
conocimientos adquiridos directamente 
por sus sentidos, sino por el comentario de 
terceras personas —directivos y emplea-
dos de la Cooperativa—. Por su parte, no se 
desprende de los balances acompañados a 
fs. digitales 51/58 un pasivo que genere la 
circunstancia de ausencia de recursos para 
afrontar el proceso y la imposibilidad de 
obtenerlos.

Es de destacar que, si bien la Coopera-
tiva fue impedida de funcionar en el mes 
de diciembre de 2018, lo cierto es que las 
presentes actuaciones resultan un inciden-
te de una ejecución en la que se pretende 
la suma de USD $220.000, en concordan-
cia con los fines de la Cooperativa. De este 
modo, en base a las constancias de autos 
referidas precedentemente y el interés 
comprometido, no se advierte que se haya 
cumplido con la carga procesal de acredi-
tar las circunstancias precedentemente re-
feridas.

Al respecto, sabido es que para hacer 
lugar al pedido de la franquicia se torna 
imprescindible formar en el juzgador la 
convicción —y no la mera sensación— de 
que el interesado carece de medios econó-
micos suficientes para afrontar los gastos 
de la contienda; Se trata de “objetivar” la 
prueba, acreditándose en el expediente la 
situación económica del incidentista (Díaz 
Solimine, “Beneficio de litigar sin gastos”, 
Ed. Astrea, 2005, p. 78 y 96/97).

En base a lo expuesto y en concordan-
cia con la opinión vertida por el Sr. Repre-
sentante del Fisco en fecha 01/11/2021, se 
confirmará la resolución apelada de fecha 
25/11/2021 (fs. digital 142).

Las costas serán impuestas a la apelante 
en su condición de vencida (art. 68 y 69 del 
Cód. Proc. Civ. y Com. de la Nación).

V. Por ello, se resuelve: Confirmar la reso-
lución apelada de fecha 25/11/2021 (fs. di-
gital 142). Con costas (arts. 68 y 69 del Cód. 
Procesal). Regístrese y publíquese (Conf. 
Acordada 24/2013 CSJN). Fecho, devuél-
vase, encomendando la notificación de la 
presente en la instancia de grado. — Clau-
dio Ramos Feijoo. — Roberto Parrilli. — Lo-
rena F. Maggio.

Infracción tributaria
Transporte de trigo sin carta de porte. In-
fracción formal. Clausura del estableci-
miento. Decomiso de la mercadería.

1. - La condena recaída sobre el contribu-
yente es consecuencia de la falta de la 
documentación debida al momento de 
la inspección, resultando una infrac-
ción formal que vulneró el bien jurídi-
co protegido, obstaculizando la facul-
tad de verificación del organismo fiscal. 
El régimen establecido por la ley 11.683 
prevé, en su art. 40, sanciones aplica-
bles a los incumplimientos de los de-
beres formales impuestos por la AFIP, 
cuyo objetivo es facilitar el contralor del 
organismo recaudador y garantizar de 
ese modo la equidad entre los distintos 
contribuyentes.

2. - La vulneración del bien jurídico prote-
gido se ve configurada al no contar el 
contribuyente con la documentación 
requerida para establecer el origen 
y legítima tenencia de la mercancía, 
por lo cual la clausura dispuesta en 
primera instancia, considerando que 
el contribuyente no registra antece-
dentes por infracciones al art. 40 de 
la ley 11.683, resulta ajustada para el 
caso de autos.

3. - La ley 11.683 en su art. 41 y el agregado 
que obra a continuación han facultado 
a la AFIP a aplicar la sanción de “de-
comiso de la mercadería” sujeta a se-
cuestro o interdicción, ante la compro-
bación de las infracciones establecidas 
en el inc. c) del art. 40 de la menciona-
da ley. Surge de ello que el decomiso 
constituye una figura autónoma, que se 
rige por la normativa y procedimientos 
contenidos en aquella norma.

4. - El decomiso de los treinta mil kilogra-
mos de trigo debe mantenerse, pues de 
las constancias obrantes en autos sur-
gen serias inconsistencias en la docu-
mentación presentada tardíamente en 
cuanto al origen de los granos, cuan-
do la documentación aportada no per-
mite acreditar la legítima tenencia del 
cereal, existiendo una clara contradic-
ción entre las constancias sobre el ori-
gen de la mercadería. Sumado a ello 
debe considerarse que el contribuyen-
te lleva treinta años de trayectoria en el 
mercado y es propio de su actividad el 
transporte de mercaderías —ya sean in-
sumos o bienes finales—, motivo por el 
cual no puede ignorar los recaudos que 
debe asumir al respecto.[1]

CFed. Bahía Blanca, sala I, 09/08/2022. 
- Recurrente Molino Olavarría S.A. s/ Inf. 
Art. 40 Ley 11.683.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/104345/2022]

Jurisprudencia vinculada

[1] Ver también. Entre otros: Cáma-
ra Federal de Apelaciones de Paraná, 
“Contardi, Carlos Alberto s/ Inf. Art. 40 
Ley 11683”, 11/05/2022, TR LALEY AR/
JUR/59766/2022

2ª Instancia.- Bahía Blanca, agosto 9 de 
2022.

El doctor Candisano Mera dijo:

1º) Que el Juez de grado hizo lugar 
parcialmente al recurso de apelación in-
coado por la contribuyente y, en conse-
cuencia, confirmó lo resuelto por AFIP-
DGI en la Resolución Nº 15/2021 res-
pecto al decomiso de treinta mil (30.000) 
kilogramos de trigo y redujo la clausura 
de Molino Olavarría SA al mínimo legal 
de dos (2) días, haciéndolo efectivo en el 
establecimiento ubicado en P.I.O. 20 de 
la ciudad de Olavarría, Provincia de Bue-
nos Aires.

2º) Contra lo así resuelto por el a quo, 
Molino Olavarría SA interpuso recurso de 
apelación a fs. 111/113 vta., presentando a 
fs. 124/127 el informe sustitutivo de la au-
diencia del art. 454 del CPPN (cf. Ac. 72/08, 
CFABB), haciendo lo propio la AFIP-DGI a 
fs. 117/123 vta.

3º) El apelante motiva su recurso consi-
derando que el reconocimiento de la titu-
laridad de la mercadería y la emisión de la 
documental pertinente, en las condiciones 
acreditadas y confirmadas tal como suce-
dieron los hechos, liberan de toda respon-
sabilidad a la empresa.

Asimismo expresa que, aun con las irre-
gularidades del caso, consta en autos la 
emisión de la carta de porte respaldatoria 
de la mercadería involucrada, por lo que 
dicha medida extrema sobre bienes priva-
dos resulta aplicable en la medida en que 
no se demuestre su titularidad.

Sostiene la afectación a la imagen públi-
ca y comercial con la sanción de clausura y 
que habida cuenta de la ausencia de ante-
cedentes en 30 años ameritan la revisión de 
la sanción, revocando así el decomiso de la 
mercadería, o en su defecto se mantengan 
solo los dos días de clausura.

También cuestiona el procedimiento de 
la clausura, planteando la necesidad de in-
greso del personal por cuestiones de segu-
ridad.

4º) En el caso de autos, no se encuentra 
controvertida la materialidad del hecho 
imputado a Molino Olavarría SA, atento 
que se encuentra comprobado el lugar y 
fecha donde se advirtió, según actas la-
bradas el 12/02/2021 (v. fs. 1/2 y 5/vta. de 
la Actuación AFIP Nº 16706-35-2021) por 
funcionarios policiales dependientes del 
Ministerio de Seguridad de la Provincia de 
Buenos Aires y por funcionarios de la AFIP, 
mediante la cual se constataron diferentes 
hechos que llevaron a tener por configura-
do el transporte comercial de mercaderías 
sin el respaldo documental exigido por 
el Fisco Nacional (art. 40 inciso “c” de la 
ley 11.683).

5º) El chofer de la empresa contrata-
da por Molino Olavarría SA transportaba 
30.000 kg. de trigo sin la correspondiente 
carta de porte.

Al momento de producirse la deten-
ción del vehículo, no se disponía de la 
documentación respaldatoria correspon-
diente, situación que quedó plasmada 
en el acta efectuada por Personal Po-
licial (v. fs. 5/vta. de la Actuación AFIP 
Nº 16706-35-2021).

Ante los funcionarios policiales el chofer 
dejó constancia en forma circunstanciada, 
de haber cargado en la localidad de Villa-
longa, lo cual reiteró ante los funcionarios 
del Organismo y ya con la carta de porte 
confeccionada al efecto.

Que, a su vez, la carta de porte presenta-
da ante los funcionarios del Organismo in-
dica como procedencia de la mercadería la 
ciudad de Bahía Blanca (v. f. 4 actuaciones 
AFIP), mientras que el CTG del documen-
to (v. f. 18 actuaciones AFIP) y lo expues-
to por el propio contribuyente consigna 
como lugar de carga, la ciudad rionegrina 
de Choele-Choel.

Asimismo se advierte que según acta de 
constatación del Ministerio de Seguridad 
(v. f. 5/vta. actuaciones AFIP) la detención 
del vehículo se realizó a las 5.30 hs. de fecha 
12/02/2021; la carta de porte tiene fecha de 
carga el 12/02/2021 con un kilometraje de 
recorrido de 300 km (lo cual se correspon-
dería con el origen Bahía Blanca y destino 
Olavarría); y la CTG tiene fecha de emisión 
12/02/2021 a las 10:24 hs. con vencimiento 
a las 10:24 hs. del día 15/02/2021, es decir 
que puede presumirse que fue confeccio-
nada en forma posterior a la detención del 
vehículo, como así también indica que la 
localidad origen del traslado resultaría ser 
Choele-Choel y el destino Olavarría, reco-
rriendo un kilometraje de 650 km.

Y los dichos del chofer quien habría par-
ticipado de la carga de la mercadería, dice 
haberlo hecho en Villalonga (en el campo 
del ciudadano Igner, Alberto) que reúne 
una distancia a Olavarría de 467,2 km.

Que ante dicha discordancia en el lugar 
de carga se procedió a interdictar la merca-
dería trasladada por el rodado.

6º) El objeto del presente recurso radica 
en la razonabilidad de las sanciones con-
sistentes en el decomiso de 30.000 kg de tri-
go y clausura de dos (2) días en el estableci-
miento ubicado en P.I.O. 20 de la ciudad de 
Olavarría, Provincia de Buenos Aires.

Las sanciones formales tienen en miras 
reprimir el incumplimiento por parte de 
los contribuyentes y demás responsables 
de los aspectos formales de la relación tri-
butaria, y se imponen por violaciones a los 
deberes formales impuestos por la norma-
tiva fiscal. En definitiva, son todas aquellas 
derivadas del incumplimiento de las obli-
gaciones del contribuyente, responsable o 
agente de información, que tiene en miras 
facilitar la determinación, verificación y 
fiscalización de impuestos (Cfr. Gurfinkel 
de Wendy, Lilian y Russo, Eduardo Á., “Ilí-
citos tributarios”, Ed. Depalma, Buenos Ai-
res, 1991, p. 161).

Claramente, la condena recaída sobre el 
contribuyente, es consecuencia de la falta 
de la documentación debida, al momento 
de la inspección, resultando una infracción 
formal que vulneró el bien jurídico protegi-
do, obstaculizando la facultad de verifica-
ción del organismo fiscal. Al respecto, toca 
indicar que el régimen establecido por la 
ley 11.683 prevé, en su artículo 40, sancio-
nes aplicables a los incumplimientos de los 
deberes formales impuestos por la AFIP, 
cuyo objetivo es facilitar el contralor del 
organismo recaudador y garantizar de ese 
modo la equidad entre los distintos contri-
buyentes.

La vulneración del bien jurídico protegi-
do, se ve configurada al no contar el contri-
buyente con la documentación requerida 
para establecer el origen y legítima tenen-
cia de la mercancía, por lo cual la clausura 
dispuesta en primera instancia conside-
rando que el contribuyente no registra an-
tecedentes (v. f. 28 vta. de las actuaciones 
AFIP ya mencionadas) por infracciones al 
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Se comunica por 1 día, en autos 
“INSTITUTO MEDICO DE ASISTEN-
CIA E INVESTIGACION SA S/ INC. 
INTEGRACION DE APORTES ART 
150 LCYQ (20788/2013/1)”, en trá-
mite por ante el Juzgado Nacional 
de 1ra Instancia Comercial Nº 15, a 
cargo del Dr. Máximo Astorga, Se-
cretaria Nº 29, sito en Callao 635, 
piso 3, CABA, que se ha dispuesto 
citar a CAROLA HERNÁNDEZ, DNI 
21.657.320, para que en el plazo de 
5 días comparezca a constituir domi-
cilio y contestar el traslado conferido 
en el presente incidente de integra-
ción de aportes, bajo apercibimiento 
de designar Defensor Oficial.

Buenos Aires, 4 de agosto de 2022
Ana Paula Ferrara, sec.

LA LEY: I. 01/09/22 V. 01/09/22

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 10, Secretaría Nº 19, sito en Liber-
tad 731 9º piso de esta ciudad, trami-
ta el pedido de ciudadanía argentina 
de la Sra. PATRICIA ALEJANDRA 
FARÍAS HÉRCULES de nacionalidad 
venezolana con 95.870.510 según 
el expediente “FARÍAS HÉRCULES 
PATRICIA ALEJANDRA s/ SOLICI-
TUD DE CARTA DE CIUDADANÍA” 
Exp. Nº 6984/2022. Por ello cual-
quier persona que tuviere conoci-
miento de algún acontecimiento que 
estimara podría obstar a dicha con-
cesión, deberá hacerlo saber a este 
Juzgado. Publíquese por dos días.

Buenos Aires, 7 de junio de 2022
María Lucila Koon, sec.

LA LEY: I. 01/09/22 V. 02/09/22

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 11 a cargo del Dr. Alejandro Jorge 
Nobili, secretaría Nº 21 a mi cargo, 
sito en Libertad 731 7º piso de Capital 
Federal, hace saber que MARIELENA 
LUJANO GONZÁLEZ de nacionalidad 
venezolana con DNI 95.939.211 ha 
peticionado la concesión de la ciuda-
danía argentina, a fin de que los inte-
resados hagan saber a este Juzgado 
las circunstancias que pudiesen obs-

tar a dicho pedido. Publíquese por 
dos días en un lapso de 15 días.

Buenos Aires, 30 de marzo de 2022
M. Victoria Tripiccio, sec.

LA LEY: I. 01/09/22 V. 01/09/22

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Fede-
ral Nº 11 a cargo del Dr. Alejandro J. 
Nobili, Secretaría Nº 21 a mi cargo, 
sito en Libertad 731, 7º piso, de esta 
Capital, hace saber que el/la señor/
ra: ELIZABETH MARÍA ORTIZ BUCA-
RITO, DNI Nº 95.736.713 nacido/a en 
Anzoategui-Venezuela, ha solicitado 
la ciudadanía argentina. Cualquier 
persona que conozca algún impedi-
mento para la concesión del benefi-
cio podrá hacerlo saber a través del 
Ministerio Público. Publíquese por 
dos días en un lapso de quince días.

Buenos Aires, 22 de junio de 2022
María Victoria Tripiccio, sec.

LA LEY: I. 01/09/22 V. 01/09/22

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Fede-
ral Nº 7, a cargo del Dr. Javier Pico 
Terrero, Secretaría Nº 13, a mi cargo, 
sito en Libertad 731 piso 6º de CABA, 
comunica que la Sra.  PAULINE 
ZELDA GARANCE EZDRA DNI Nº: 
95.131.824 nacida el día 14 de agosto 
de 1990 en, Vitry-sur-Seine, Val-de-
Marne, Francia, ha solicitado la de-
claración de la ciudadanía argentina. 
Cualquier persona que tuviere cono-
cimiento de algún acontecimiento 
que pudiere obstar dicha concesión 
deberá hacer saber su oposición 
fundada al Juzgado. El presente se 
publica a los efectos del art. 11 de la 
ley 346. Publíquese por dos días den-
tro de un plazo de quince días.

Buenos Aires, 11 de agosto de 2022
Fernando G. Galati, sec. fed.

LA LEY: I. 01/09/22 V. 01/09/22

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 11 a cargo del Dr. Alejandro J. No-
bili, Secretaría Nº 21 a mi cargo, sito 
en Libertad 731, 7º piso, de esta Ca-
pital, hace saber que el/la señor/ra: 

GARCÍA SALAZAR, KAREN ALEJAN-
DRA, DNI Nº 95.807.750 nacido/a 
en Caracas- Venezuela, ha solicitado 
la ciudadanía argentina. Cualquier 
persona que conozca algún impedi-
mento para la concesión del benefi-
cio podrá hacerlo saber a través del 
Ministerio Público. Publíquese por 
dos días en un lapso de quince días.

Buenos Aires, 22 de junio de 2022
María Victoria Tripiccio, sec.

LA LEY: I. 01/09/22 V. 01/09/22

Ante el Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial Fede-
ral Nº 10, Secretaría Nº 20, sito en Li-
bertad 731, 9º piso de esta ciudad, tra-
mita el pedido de ciudadanía argenti-
na de la Sra. STEPHANIE YULIANNY 
GUERRERO HERRERA de nacionali-
dad venezolana con 95.964.708 se-
gún Exp. Nº 5686/2022 “GUERRERO 
HERRERA, STEPHANIE YULIANNY s/ 
SOLICITUD DE CARTA DE CIUDADA-
NÍA”. Por ello cualquier persona que 
tuviere conocimiento de algún aconte-
cimiento que estimará podría obstar a 
dicha concesión, deberá hacerlo saber 
a este Juzgado. Publíquese por dos 
días.

Buenos Aires, 17 de mayo de 2022
Matías M. Abraham, sec.

LA LEY: I. 31/08/22 V. 01/09/22

Ante el Juzgado Nacional de Prime-
ra Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal Nº 10, Secretaría Nº 19, sito 
en Libertad 731 9º piso de esta ciu-
dad, tramita el pedido de ciudadanía 
argentina del Sr. GIOVANNY JOSÉ 
MEDINA CHACÓN de nacionalidad 
venezolana con DNI Nº 95.965.205 
según el expediente “MEDINA CHA-
CÓN, GIOVANNY JOSÉ s/ SOLICI-
TUD DE CARTA DE CIUDADANÍA” 
Exp. Nº 7922/2022. Por ello cual-
quier persona que tuviere conoci-
miento de algún acontecimiento que 
estimara podría obstar a dicha con-
cesión, deberá hacerlo saber a este 
Juzgado. Publíquese por dos días.

Buenos Aires, 28 de junio de 2022
María Lucila Koon, sec.

LA LEY: I. 31/08/22 V. 01/09/22

Edictos

artículo 40 de la ley 11.683 (t.o. 1998 y sus 
modificatorias), resulta ajustada para el 
caso de autos.

7º) La ley 11.683 en su art. 41 y el agregado 
que obra a continuación, ha facultado a la 
AFIP a aplicar la sanción de “decomiso de 
la mercadería” sujeta a secuestro o interdic-
ción, ante la comprobación de las infraccio-
nes establecidas en el inc. c) del art. 40 de la 
mencionada ley.

Surge de ello que el decomiso constitu-
ye una figura autónoma, que se rige por la 
normativa y procedimientos contenidos en 
la ley 11.683.

Asimismo, la Administración Federal de 
Ingresos Públicos -Oficina Nacional de Con-
trol Comercial Agropecuario- y la Secretaría 
de Transporte Automotor Transporte de 
granos, han emitido la Resolución Conjun-
ta General 2595, 3253/2009 y Disposición 

6/2009, en las que se establece el uso obli-
gatorio de la Carta de Porte para transpor-
te automotor y ferroviario de granos. Allí se 
considera que la carta de porte constituye 
un documento idóneo para el control de 
carga y una valiosa fuente de información 
para optimizar la transparencia de la cade-
na comercial en la etapa de transporte.

De las constancias obrantes en autos, sur-
gen serias inconsistencias en la documen-
tación presentada tardíamente en cuanto 
al origen de los granos, siendo que la docu-
mentación aportada no permite acreditar 
la legitima tenencia del cereal existiendo 
una clara contradicción entre las constan-
cias del caso en punto al origen de la mer-
cadería: “...El decomiso de bienes se legisla 
aquí como una sanción que recae sobre los 
incumplimientos a los deberes formales, es-
pecíficamente, la tenencia y/o transporte de 
bienes o mercaderías sin el respaldo docu-
mental que exige la AFIP o cuando, tenien-

do respaldo documental, este no cumple 
con las reglamentaciones del organismo. 
En el reconocimiento de la realidad impe-
rante entonces (y no muy diferente de hoy) 
de la existencia de los delitos perpetrados 
por “piratas del asfalto” se pretendió justi-
ficar esta norma como la herramienta que 
permitiría al Fisco, en sus controles, deco-
misar la mercadería que no contase con el 
debido respaldo documental. El decomiso 
impositivo nace entonces, según los miem-
bros informantes del proyecto, para habili-
tar a la AFIP a secuestrar mercadería cuyo 
origen se presuma ilegitimo...” (Humberto J. 
Bertazza, Director, “Ley 11.683 de Procedi-
miento Tributario Comentada”, LA LEY, Ed. 
2019, p. 352).

Sumado a ello debemos considerar el he-
cho de que el contribuyente lleva 30 años de 
trayectoria en el mercado (v. f. 126 in fine) 
y es propio de su actividad el transporte de 
mercaderías (ya sean insumos o bienes fina-
les), motivo por el cual no puede ignorar los 
recaudos que debe asumir al respecto.

Por ello considero que la medida dispues-
ta debe mantenerse, confirmando así lo dis-
puesto en cuanto al decomiso de los treinta 
mil (30.000) kilogramos de trigo.

8º) En relación al planteo de la necesidad 
de que se permita el ingreso de personal de 
la empresa por cuestiones de seguridad en 

cuanto a su control, el art. 43 de la ley 11.683 
que dispone: “...Durante el período de clau-
sura cesará totalmente la actividad en los 
establecimientos, salvo la que fuese habi-
tual para la conservación o custodia de los 
bienes o para la continuidad de los procesos 
de producción que no pudieren interrum-
pirse por causas relativas a su naturaleza...”; 
previo a efectivizarse la misma, la AFIP de-
berá corroborar dicha situación a fin de que 
se cumpla lo dispuesto en la normativa.

Por ello, propicio y voto: Confirmar la re-
solución de fs. 103/109, teniendo en consi-
deración lo dispuesto en el considerando 
8vo. al momento de la efectiva clausura de 
los establecimientos.

La doctora Fariña dijo:

Por compartir en lo sustancial los funda-
mentos y solución que propicia mi colega 
preopinante, adhiero a su voto.

Por lo expuesto, se resuelve: Confirmar la 
resolución de fs. 103/109, teniendo en con-
sideración lo dispuesto en el considerando 
8vo. al momento de la efectiva clausura de 
los establecimientos. Regístrese, notifíque-
se, publíquese (Acs. CSJN Nros. 15/2013 y 
24/2013) y devuélvase. No suscribe el se-
ñor Juez de Cámara, doctor Roberto Daniel 
Amabile (art. 3º, ley 23.482). — Pablo A. 
Candisano Mera. — Silvia M. Fariña.


